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S U M A R I O  
Se reanuda la sesión a las cuatro y cincuenta y 

Se continua con el orden del día. 
Dictamen de la Comisión de Justicia sobre el 

proyecto de ley de regulación del Estatuto Or- 
ghico del ministerio fiscal (final). 

cinco minutos de la tarde. 

C O R T E S  

P & g h  

Di8posiciones transitorias l.*, 2.. y 3.' 10993 
El señor Solé Tura defiende enmiendas deiGru- 
PO Parlamentario Comunista. Turno en contra 
del señor Moscoso del Prado Muñoz (Grupo 
Parlamentario Centrista), quien formula una 
enmienda iiin voce». Para rectificar, interviene 
nuevamente el señor Sol4 Tura. Se admite a 
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Dictmen de la Comisión de Justicia, sobre el proyecto de ley de regulación del Estatuto Orgthico 

del ministerio fiscal ( f i ~ l )  («Boletín Oficial de las Cortes Genenles», Serie A, núm. 13941, de 
26 de junio de 1981). 

Toma en consideración de proposiciones de ley: 
- Sobre modificrcidn de la Ley Orgbica del Estahto de Centros Escolares (del Grupo Parlamen- 

M o  SociaUrtr del Congreso) («Boletin Oficial de las Cortes Cenerplem, Serie B, ndm. 137-1, 
de 15 de abril de 1981). 

- Sobre regulrción y fi)rción de las atribuciones prolesionrles de los técnim especialistas protésicm 
dentales y creadón de su C o w o  oficial (del Grupo Parlamentario Centrista) («Boletín Oficial 
de Iris Cortes Generales», Serie B, núm. 136-1, de 7 de abril de 1981). 

- Sobre modificación del artículo 36 del Código de Comercio (del G ~ p o  Parlamentario de la Mi- 
noría Catalana) («Boletín Oficial de Iris Cortes Generales», Serie B, núm. 138-1, de 28 de abril 
de 1981). 
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trámite la enmienda del Grupo Parlamentario 
Centrista. Fueron rechazadas las enmiendas 
del Grupo Parlamentario Comunista, y apro- 
badas las tres Disposiciones transitorias según 
el texto del dictamen. También f i e  aprobada 
la enmienda de aproximación del Grupo Par- 
lamentario Centrista, cuyo texto pasará a 
constituir una nueva Disposicibn transitoria. 
Para explicar el voto, interviene el señor Pons 
Irazazábal (Grupo Parlamentario Socialista 
del Congreso). 

Disposiciones transitorias 4.. y 5.. y Disposición 
adicional. Sin discusión, fueron aprobadas se- 
gún el texto del dictamen. 
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10996 Disposiciones finales 1.. y 2:. . . . . . . . 
El señor Solé Tura defende una enmienda del 

Grupo Parlamentario Comunista. Turno en 
contra del señor Moscoso del Prado Muñoz, 
quien formula una enmienda transaccional. 
En turno de rectificaciones intervienen nueva- 
mente estos dos señores diputados. Se admite a 
trámite dicha enmienda transaccional, Fue re- 
chazada la enmienda del Grupo Parlamenta- 
rio Comunista y aprobada la transaccional, en 
relación con la Disposición final 1. a. También 
fue aprobado el texto del dictamen, al que que- 
da incorporado el de dicha enmienda. A conti- 
nuación, f i e  aprobado sin discusión el texto del 
dictamen para la Disposición final 2.9 

El señor Presidente declara aprobado el proyecto 
de ley en los términos resultantes de las vota- 
ciones realizadas. 

Toma en consideración de proposiciones de ley: 
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Sobre modificación de la Ley Orgánica 
del Estatuto de Centros Escolares 
(del Grupo Parlamentario Socialista 
del congreso) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Hecha la oportuna pregunta por el señor Presi- 
dente, se da por leído el texto de dicha proposi- 
ción de ley. A continuación, por el señor Secre- 
tario (Bono Martinez, don José) se da lectura 
del criterio de la Comisión sobre la toma en 
consideración de la proposición de ley. 

El señor Gómez Llorente (Grupo Parlamentario 
Socialista del Congreso) defende la toma en 
consideración de la refeida proposición de ley. 
En representación del Gobierno interviene el 

10999 

señor Herrero Rodríguez de Miñón (Grupo 
Parlamentario Centrista). Fue acordada la 
toma en consideración de la proposición de ley. 
Para explicar el voto, intervienen la señora 
Vintró Castells (Grupo Parlamentario Comu- 
nista) y los señores Gómez Llorente (Grupo 
Parlamentario Socialista del Congreso), De la 
Vallina Velarde (Grupo Parlamentario Coali- 
ción Democrática) y Herrero Rodríguez de Mi- 
ñón (Grupo Parlamentario Centrista). 

Sobre regelación y ftjación de las atri- 
buciones profesiondes de los técni- 
cos especiaiistas protésicos dentales 
y creación de su Colegie oficial (del 
Grupo Parlamentario Centrista) . . . 

Previa la oportuna pregunta del señor Presidente, 
se da por leído el texto de esta proposicih de 
ley. A continuación, por el señor Secretario 
(Bono Martínez, don Josk) se da lectura de una 
comunicación de la Comisión correspondiente, 
exponiendo su criterio sobre la toma en consi- 
deración de la proposición de ley. Seguida- 
mente, el señor Sanjuán Borda (Grupo Parla- 
mentario Centrista) defiende dicha toma en 
consideración. El señor Presidente indica que 
el Gobierno ha concedido su representación 
para este debate al señor Herrero Rodríguez de 
Miñón, quien manifiesta que desiste de consu- 
mir su turno por encontrarse de acuerdo con la 
proposición de ley. A continuación, fue acorda- 
da la toma en consideración de esta proposi- 
ción de ley. Para explicar el voto, intervienen 
los señores Navarrete Merino (Grupo Parla- 
mentario Socialista del Congreso) y Fernández 
Inguanzo (Grupo Parlamentario Comunista). 
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Sobre modiíicación del artículo 36 del 
Código de Comercio (del Grupo Par- 
lamentario de la Minoría Catalana) 

Se da por leído el texto de esta proposición de ley. 
El señor Roca Junyent (Grupo Parlamentario 
de la Minoria Catalana) defende su toma en 
consideración. En representación del Gobierno 
interviene el señor García-Romanillos Valver- 
de (Grupo Parlamentario Centrista). Fue acor- 
dada la toma en consideración de la proposi- 
ción de ley. 

El señor Presidente señala que, habiendo sido re- 
tirada la siguiente proposición de ley, ha con- 

1 1 O 14 
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cluido el orden del día. Anuncia que el Pleno 
volverá a reunirse el próximo martes, día 29, a 
las cuatro y media de la tarde. 

Se levanta la sesibn a las siete y diez minutos de 
la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y cincuenta y 
cinco minutos de la tarde. 

DICTAMEN DE LA COMISION DE JUSTI- 
CIA SOBRE EL PROYECTO DE LEY DE RE- 
GULACION DEL ESTATUTO ORGANICO 
DEL MINISTERIO FISCAL (final) 

El señor PRESIDENTE: Proseguimos el deba- 
te de la Comisión de Justicia sobre el proyecto de 
Ley de de regulación del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal. 

El Grupo Parlamentario Comunista mantiene 
enmiendas, las números 76,77 y 78, a las tres pn- 
meras Disposiciones transitorias. 

Para la defensa de estas enmiendas, tiene la pa- 
labra el señor Solé Tura. 

D i r p O r i C i O ~  

1...2..y3: 
tnIU¡tOi¡M 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, seiio- 
ras y señores diputados, efectivamente, tenemos 
diversas enmiendas y yo voy a agrupar en esta 
brevísima defensa tres de ellas, las números 76, 
77 y 78, que están referidas a las Disposiciones 
transitorias primera, segunda y tercera. 
Todas ellas persiguen el mismo objetivo, y es la 

integración de los fiscales de distrito en la carrera 
fiscal. La regulación actual contempla también 
este problema, pero, a nuestro entender, lo con- 
templa de una manera impropia, que puede pres- 
tarse a deformaciones y a equívocos, por decirlo 
de una manera simple. En realidad, nuestras en- 
miendas -Que no voy a leer en su integridad por- 
que son largas- persiguen un objetivo muy con- 
creto: que la integración de los fiscales de distrito 
en una única carrera fiscal sea una integración 
real y no meramente nominal. 

Para ello entendemos que deben entrar en jue- 
go diversos criterios. Uno, evidentemente, es el 
de las pruebas selectivas, que ya están contempla- 
das y reguladas en el artículo 37 de la ley que 
ahora estamos discutiendo. Otro es el de la anti- 
güedad, pero entendida como antigüedad en el 
ejercicio de la propia condición de fiscal de distri- 
to. Nosotros pensamos que éste es un elemento 

fundamental, porque consideramos indispensa- 
ble que la unificación de la carrera fiscal sea real 
- como decía al principi-, y que se eliminen 
barreras y discriminaciones que, de hecho, crean 
una especie de doble condición. A nuestro enten- 
der, con la actual regulación, esa doble condición 
es posible y, al mismo tiempo, entendemos que se 
dilata la plena integración de los fiscales de distri- 
to en una carrera fiscal única. 

Este es el objetivo que persiguen las tres en- 
miendas, las números 76, 77 y 78, y no me ex- 
tiendo más en su consideración porque el fondo 
del problema es éste y no otro. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra de 

Tiene la palabra el señor Moscoso del Prado. 
esas enmiendas? (Pausa.) 

El señor MOSCOSO DEL PRADO MUÑOZ: 
Señor Presidente, señorías, muy brevemente para 
contestar a las tres enmiendas a que a hecho refe- 
rencia el portavoz del Grupo Comunista. 
Lo dijo el señor Ministro de Justicia cuando 

presentó esta ley en el día de ayer, y lo podemos 
ratificar en este momento, expresando de forma 
categórica la voluntad de nuestro grupo, que la 
integración de los fiscales de distrito en la carrera 
fiscal sea en todo similar a la integración de los 
jueces de distrito en la carrera judicial. Precisó el 
señor Ministro de Justicia -y es importante que 
esto quede debidamente claro en este momento- 
que esta integración de los fiscales de distrito en 
la carrera fiscal no es una exigencia constitucio- 
nal como es, sin duda, la integración de los jueces 
de distrito en la carrera judicial. 

Sin embargo, quiere nuestro grupo, quiere el 
Gobierno que no haya ninguna discrepancia, 
ninguna diferencia, podríamos decir, entre el tra- 
tamiento que recibe la carrera fiscal y la judicial 
por cuanto, pese a las diferencias importantes que 
entre una carrera y otra existen, sin embargo, la 
hermandad, la unión espiritual, diría yo, que ha 
existido entre la judicatura y la carrera fiscal es de 
tal importancia y relevancia que en esta ley, en 
este Estatuto, se está equiparando en lo posible, 
pese como digo a exigencias y diferencias impor- 
tantes que, en cuanto a los principios informado- 
res, separan una y otra carrera. 

Creemos que la integración de los fiscales de 
distrito en la carrera fiscal, tal como están las Dis- 
posiciones transitorias que aparecen en el dicta- 
men de la Comisión, se produce en un todo, de la 
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misma manera que la integración de los jueces de 
distrito en la carrera judicial. En todo caso, como 
la ley por la que esa integración de jueces de dis- 
trito en la carrera judicial todavía no esta en vi- 
gor, tiene que ser aprobada por el Senado, y pos- 
teriormente volver a esta Cámara si tuviese en- 
miendas, nosotros podemos asumir -y repito pa- 
labras del señor Ministro de Justicia- el compro- 
miso de que cualquier diferencia que en esa inte- 
gración se produzca respecto del texto actual 
será, a su vez, asumida por nuestro grupo cuando 
se trate de la aprobación definitiva de este Estatu- 
to. 

Creemos, además, que la propuesta del Grupo 
Comunista no sólo no favorece a los fiscales de 
distrito, sino que, sinceramente lo decimos, les 
podría perjudicar. La enmienda 76, concreta- 
mente, aboga por establecer una nueva categoda 
dentro de las que existen en la carrera fiscal, la ca- 
tegoría que la enmienda señala como categoría 
d), que hace referencia a los fiscales de distrito; es 
decir, una categoría específica dentro de la carre- 
ra fiscal, que sena la concerniente a los fiscales de 
distrito; y hemos abogado por que esa categoría 
desaparezca y los fiscales de distrito se integren 
como abogados fiscales de Audiencias Territoria- 
les y Provinciales. Es decir, que nos parece más 
avanzado el proyecto que estamos debatiendo 
que el propio contenido de la enmienda comunis- 
ta. 
Sí quisiera, señor Presidente, aprovechar esta 

ocasión para significar que este tema de la inte- 
gración plantea muchos problemas. Es un pro- 
blema complejo que probablemente no se puede 
solucionar todavía con carácter definitivo; pero, 
en todo caso, hay una omisión en el texto que es- 
tamos debatiendo, que hace referencia a un punto 
particularmente controvertido, que fue discutido 
en Ponencia y que se refiere a la situación de 
aquellas personas que, en este momento, están 
realizando una oposición de ingreso a la carrera 
fiscal. 

Como es bien sabido, las oposiciones de ingre- 
so a la carrera fiscal están posibilitando tambih 
unas oposiciones por turno restringido que están 
siendo efectuadas por algunos componentes de la 
actual carrera de fiscales de distrito. Por ello, si 
ningún grupo se opusiera, nosotros aprovecharia- 
mos la oportunidad - s i  bien creemos que puede 
no ser regíamentariamente correcto- para pre- 
sentar una enmienda transaccional - d e  aiguna 
manera sería la aproximación a la discrepancia 

formulada por el Grupo Comunista- una Dispo- 
sición transitoria nueva, que desearíamos que 
fuese admitida, en la que se salvarían los derechos 
de quienes están en este momento celebrando o a 
punto de celebrar las oposiciones de ingreso en la 
carrera fiscal, a fin de que no resultasen pejudi- 
cados por la integración a que hace referencia 
esta Disposición transitoria. Señor Presidente, si 
S. S. lo permitiese, como la tenemos formulada 
por escrito, si no hay oposición de ningún grupo, 
desearíamos que se debatiera y sometiera a vota- 
ción. Es una Disposición transitoria nueva que 
dina:-«las oposiciones a la carrera fiscal que hu- 
biese convocadas a la entrada en vigor de esta ley 
se concluirán con arreglo a la normativa vigente 
en la fecha de su convocatoria, y quienes obten- 
gan plaza en ellas serán colocados escalafanoda- 
mente a continuación de los actuales abogados 
fiscales que figuren; en primer lugar, los oposito- 
res procedentes del turno restringido, y después, 
los del libre, y antes que los antiguos fiscales de 
distrito a que hace referencia la Disposición tran- 
sitoria segunda de esta ley». Nada más, muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE: En turno de rectifica- 
ción, tiene la palabra el señor Solé Tura. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, es 
para decir que no acabo de entender el argumen- 
to del señor Moscoso respecto a que nuestra pro- 
posición perjudica a los fiscales de distrito, pues- 
to que, en definitiva, la enmienda número 76 es 
sistemática, no dice nada diferente de lo que se 
contiene en la actual Disposición transitoria se- 
gunda que el señor Moscoso defiende. La diferen- 
cia reside en las otras enmiendas, fundamental- 
mente en el tema de la antigüedad como criterio 
de acceso. 
De todos modos, lo que yo quiero decir es que 

me ha sorprendido y me ha agradado que el señor 
Moscoso haya intentado, en este caso, equiparar 
a los integrantes de la carrera fiscal con los jueces 
y magistrados y lamento, en cambio, que no lo 
haya hecho cuando hemos tratado de la estructu- 
ra de los dos Cuerpos, que es lo que yo pedía y 
que es lo que tl rechazaba. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Vamos a proceder a 
las votaciones. 

En relación con este tema de los actuales fisca- 
les de distrito, por vía de aproximación, en parte, 
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y, en parte, de cobertura de una omisión, el Gru- 
po Parlamentario Centrista ha presentado una 
enmienda que supondría la introducción de una 
nueva Disposición transitoria. El señor Moscoso 
del Prado ha dado lectura al contenido de esta 
Disposición. ¿Hay objeción por parte de algún 
grupo parlamentario para su admisión a trámite y 
consiguiente votación? (Pausa.) Queda admitida 
a trámite y será objeto de votación. 

Mientras verificamos las votaciones primeras, 
le rogaría tuviese la amabilidad de ver y proponer 
el lugar en que debe insertarse esta Disposición 
transitoria. Probablemente tendría que ser entre 
la cuarta y la quinta, puesto que la cuarta es la úl- 
tima, que se refiere al tema de los fiscales de dis- 
trito; pero después preguntati cual es la propues- 
ta del grupo enmendante. 

Sometemos a votación, en primer lugar, la en- 
mienda número 76, del Grupo Parlamentario 
Comunista, a la Disposición transitoria primera. 
Enmienda del Grupo Comunista a la Disposición 
transitoria primera. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos emitidos 246; 18 favorables; 226 negati- 
vos; dos abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la 
enmienda del Grupo Parlamentario Comunista a 
la Disposición transitoria primera. 

Se somete a votación el texto de la Disposición 
transitoria primera, conforme al dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos emitidos, 249; 236favorables; uno nega- 
tivo; 12 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
Disposición transitoria primera, conforme al dic- 
tamen de la Comisión. 

Se somete ahora a votación la enmienda del 
Grupo Parlamentano Comunista a la Disposi- 
ción transitoria segunda. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos emitidos, 251; 15 favorables; 230 negati- 
vos; cinco abstenciones; un voto nulo. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la 
enmienda del Grupo Parlamentario Comunista a 
la Disposición transitoria segunda. 

Se somete ahora a votación la Disposición 
transitoria segunda, conforme al dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos emitido, 250; 237 favorables; uno nega- 
tivo; 12 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
Disposición transitoria segunda, conforme al dic- 
tamen de la Comisión. 

Enmienda del Grupo Parlamentario Comunis- 
ta a la Disposición transitoria tercera. Enmienda 
número 78. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la Votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos emitidos, 252; 16favorables; 234 negati- 
vos; una abstención; un voto nulo. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la 
enmienda del Grupo Parlamentario Comunista a 
la Disposición transitoria tercera. 

Se somete a votación el texto de la Disposición 
transitoria tercera, conforme al dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resulta- 
do: votos emitidos, 253; 235 favorables; cinco ne- 
gativos; 12 abstenciones; un voto nulo. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
Disposición transitoria tercera conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

El Grupo Parlamentario Centrista completara 
su propuesta en cuanto a la ubicación de la Dis- 
posición transitoria a que se refiere la enmienda 
t ransaccional . 

El señor MOSCOSO DEL PRADO MUÑOZ: 
Sí, señor Presidente. Entendemos que, efectiva- 
mente, su sitio es entre las Disposiciones transito- 
rias cuarta y quinta. (El señor Pons Irazazábal 
pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE Si le parece, señor 
Pons, sometermos a votación la enmienda de 
transacción que se refiere a los fiscales de distrito 
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y si le parece, una vez que hayamos terminado 
todo el tema relativo a los fiscales de distrito, ex- 
plica el voto. 

Sometemos ahora a votación la enmienda de 
transacción del Grupo Parlamentario Centrista, 
admitida a trámite con anterioridad y que, en 
caso de ser aprobada, se intercalaría entre las Dis- 
posiciones cuarta y quinta del texto del dictamen 
de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: votos emitidos, 256; 239 favorables; 16 absten- 
ciones; un voto nulo. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
enmienda de aproximación presentada por el 
Grupo Parlamentario Centrista, cuyo contenido 
pasará a ser una nueva Disposición transitoria a 
intercalar entre la cuarta y la quinta del dictamen 
de la Comisión. 

Para explicación de voto, por el Grupo Parla- 
mentario Socialista del Congreso, tiene la palabra 
el señor Pons. 

El señor PONS IRAZABAL Señor Presidente, 
señoras y señores diputados, la discrepancia man- 
tenida por el Grupo Comunista respecto al tema 
de la integración de los fiscales de distrito en un 
cuerpo Único, parece obligamos a explicar el sen- 
tido de nuestro voto respecto de estas enmiendas 
y respecto del texto del proyecto al que las mis- 
mas se referían. 

Hemos votado negativamente a estas enmien- 
das, sin duda bienintencionadas, respecto a la in- 
tegración en un cuerpo único de fiscales, por en- 
tender que realmente no favorecían esa integra- 
ción en el sentido en que habíamos auspiciado los 
distintos grupos desde el momento en que se ini- 
ció la tramitación de la Ley Orgánica del Poder 
judicial y del Estatuto Orgánico del ministerio 
fiscal, porque la idea que había presidido este de- 
signio había sido la de alcanzar una solución 
idéntica o simétrica para los jueces. 

Razones de urgencia y, sobre todo, del previsi- 
ble ritmo que iba a llevar la tramitación de la Ley 
Orgánica del Poder judicial, obligaron a desgajar 
el tema de la integración de los jueces en un cuer- 
po Único como Ley Orgánica independiente que 
ha seguido tramitación autónoma y que, en estos 
momentos,' se halla en curso de aprobación en el 
Senado. Entendemos que el modelo aceptado por 

el Grupo Socialista como solución para este pro- 
blema es el que, resuelto definitivamente, debe 
servir para aplicar también a los fiscales. 

Esta es la razón básica, esa razón de simetría de 
las soluciones, la que nos ha llevado a votar el 
texto del proyecto del Estatuto Orgánico del mi- 
nisterio fiscal que, como se ha recordado aquí, no 
era obligado constitucionalmente, pero sí lo era 
por dos razones: por razones funcionales, por ra- 
zones de acoplamiento entre el Cuerpo de Jueces 
y Magistrados y el Cuerpo de Fiscales; y también 
por razones de la proximidad que en sus funcio- 
nes, en su preparación y en su categoría ejercen 
jueces y magistrados. Esto y no otro, no valora- 
ciones sobre la bondad o sobre la mejor adecua- 
ción de las enmiendas o del texto, ha sido lo que 
nos ha llevado a votar en el sentido en que lo he- 
mos hecho. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a Dieporicionw 
tnnritorirr votación las Disposiciones transitorias cuarta y vs..,v 

quinta, así como la Disposición adicional, todas d;;!;;F 
ellas conforme al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efictuada la votación, dio el siguiente resuita- 
do: votos emitidos, 256; 252 favorables; dos nega- 
tivos; dos abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las 
Disposiciones transitorias cuarta y quinta y la 
Disposición adicional, conforme al dictamen de 
la Comisión. Entre aquellas dos Disposiciones 
transitorias, la cuarta y quinta, se intercalará, 
conforme se ha dicho antes, la Disposición transi- 
toria nueva aprobada en votación anterior. 

ta a la Disposición final primera. 
Enmienda del Grupo Parlamentario Comunis-. Dirporicionen 

Tiene la palabra el señor Solé Tura. 

finalea 1 : y 
2: 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, esta 
enmienda número 80, que es la última que defen- 
demos -lo advierto a la Cámara para que se 
tranquilice, tiene una importancia que, a mi 
parecer, va más allá incluso de su enunciado ex- 
clusivo. 

Efectivamente el tema parece simple puesto 
que se trata de sustituir la actual letra A) de la 
Disposición final primera que dice que se faculta 
al Gobierno para que, a propuesta del Ministro 
de Justicia, dicte el reglamento que desarrolle la 
presente ley, por una redacción distinta que sería: 
«En el plazo de un año, el Gobierno elevará a las 
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Cortes Generales una ley adicional para el desa- 
rrollo del presente Estatuto». 

La diferencia consiste -y ese es el tema cla- 
ve- en si el reglamento que desarrolla la presen- 
te ley es facultad del Gobierno o si exige una ley 
elaborada ,y aprobada en estas Cortes Generales. 
Esta cuestión nos lleva a otra que es la interpreta- 
ción recta del concepto de independencia del Po- 
der judicial; independencia del Poder judicial en 
la que se halla inserta, aunque de una manera re- 
lativa, según la interpretación que hace el Go- 
bierno de la institución. Esa independencia viene 
dada por la regulación del título correspondiente 
de la Constitución en que se halla inserta la insti- 
tución del ministerio fiscal. 

Quiero recordar que el artículo 97 de la Consti- 
tución concede, efectivamente, al Gobierno la 
potestad reglamentaria, pero se la concede con un 
ámbito muy estricto y muy limitado y ese campo, 
delimitado por el artículo 97 es el que comprende 
la política interiory exterior, la Administración 
civil y militar, y la defensa del Estado, pero nada 
más. 

Esa potestad reglamentaria, que es bastante 
amplia, no puede abarcar a todas las relaciones 
jurídicas y, evidentemente, no puede abarcar 
tampoco a todas las instituciones y, desde luego, 
no creo que pueda abarcar al Poder judicial. 

La única potestad concreta que al Gobierno se 
le reconoce por la Constitución en relación con el 
ministerio fiscal es la del articulo 124, y concreta- 
mente la de su número 3, que establece que la ley 
regulará el Estatuto Orgánico del ministerio fis- 
cal, y la del número 4, que reconoce que el fiscal 
general del Estado será nombrado por el Rey, a 
propuesta del Gobierno, oído el Consejo General 
del Poder judicial. Aquí se terminan todas las re- 
ferencias que, en relación con el Poder judicial y 
muy concretamente con el ministerio fiscal, hace 
la Constitución a la potestad del Gobierno. 

Entiendo, en consecuencia, que la potestad re- 
glamentaria no cabe aquí; es decir, que el Gobier- 
no no puede desarrollar por reglamento princi- 
pios rectores del ministerio fiscal que están inser- 
tos en este título del Poder judicial. Para reforzar 
mi argumentación, quiero hacer constar que la 
potestad reglamentaria del Gobierno, efectiva- 
mente, no invade otras esferas perfectamente de- 
limitadas desde el-punto de vista institucional: 
Por ejemplo, estas Cortes Generales, como insti- 
tución, elaboran su propio reglamento; el Conse- 
jo General del Poder judicial elabora su propio 

reglamento y el Tribunal Constitucional elabora 
su propio reglamento. 

En consecuencia, lo que no cabe es que, por un 
lado, hablemos de la independencia del Poder ju- 
dicial y configuremos esa institución del Poder 
judicial y, al mismo tiempo, atribuyamos al Go- 
bierno la capacidad reglamentaria que invade, 
desde luego, el principio mismo de la indepen- 
dencia, rompe las fronteras y nos lleva a un terre- 
no que yo creo que desborda ampliamente el te- 
rreno que reconoce la Constitución. 

Como ven SS.SS., este es un tema que no sólo 
se refiere a una regulación concreta, sino que 
plantea un problema de fondo más extenso. En 
todo caso, ese es el sentido profundo de la en- 
mienda que acabo de defender y que someto a su 
consideración. 

El Señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra de 

Tiene la palabra el señor Moscoso del Prado. 
esta enmienda? (Pausa.) 

El señor MOSCOSO DEL PRADO MUÑOZ: 
Gracias, señor Presidente, muy brevemente. 
Creemos que el razonamiento en que fundamen- 
ta el Grupo Comunista su enmienda no tiene 
aplicación al caso que estamos debatiendo, por- 
que en todo momento hemos oído al señor Solé 
Tura que estamos dentro de una regulación del 
Poder judicial, y no es así. 

El ministerio fiscal no es, propiamente, Poder 
judicial, y su razonamiento podría ser válido si 
estuviésemos, en definitiva, tratando de prever 
una regulación reglamentaria de algo que afecta 
directamente al Poder judicial. A nuestro juicio 
hay una contradicción evidente en el razona- 
miento del portavoz del Grupo Parlamentario 
Comunista que, en definitiva, lo que nos está ha- 
ciendo es proponer que por otra ley se desarrolle 
ésta, y eso sería tanto como afirmar que hemos 
regulado legalmente el Estatuto Orgánico del mi- 
nisterio fiscal, pero no en su totalidad, y que lue- 
go, posteriormente, tendremos que regularlo por 
otra ley del mismo rango que ésta que hoy esta- 
mos aprobando; es decir, que vamos a regular el 
ministerio fiscal -permítame el señor Solé que 
se lo diga gráficamente- a plazos, Una especie 
de regulación a plazos en la que hoy regulemos 
parte del ministerio fiscal y mas tarde regulemos 
otra parte, aquello que se nos haya olvidado o a lo 
que no hayamos llegado, pero con una noma del 
mismo rango de la que estamos hoy debatiendo, 
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que únicamente tendría fundamento -y es bue- 
no su razonamient- si efectivamente nos estu- 
viésemos refiriendo al Poder judicial. En todo 
caso, por aproximamos en lo posible - q u e  es 
bien poco, lo reconocemos- a la propuesta de la 
enmienda del Grupo Comunista nosotros no ten- 
dríamos inconveniente en que esta letra A) de la 
Disposición final fijase el mismo plazo que señala 
la propuesta del Grupo Comunista. Es a lo más 
que podríamos llegar y, si al Grupo Comunista le 
parece oportuno, no nos importaría que ese plazo 
de un año que quedaba recogido en la propuesta 
del Grupo Comunista se trasplantase a esta re- 
dacción que damos a la letra A) que estamos de- 
batiendo, diciendo que esta obligación del Regla- 
mento quedase condicionada a que lo fuese en el 
plazo de un año. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Solé Tura. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, efec- 
tivamente, no tengo ningún inconveniente en que 
se incluya el plazo de un año, pero éste no es el 
problema esencial; el problema esencial es otro. 

Me dice el señor Moscoso del Prado que con 
nuestra propuesta a lo que vamos es a una especie 
de regulación a plazos del ministerio fiscal. Bien, 
pero es que ocurre que entre la ley que estamos 
ahora discutiendo y el posible futuro plazo pue- 
den ocumr, y seguramente van a ocumr, otros 
acontecimientos, y entre ellos, la regulación orgá- 
nica del Poder judicial, que no es una cuestión 
pequeña. 

Evidentemente, aquí entramos en un terreno 
de interpretación de en qué consiste el Poder ju- 
dicial; pero quiero recordar al señor Moscoso del 
Prado que del ministerio fiscal se habla en el Ti- 
tulo Vi de la Constitución, cuyo título general es 
«Del Poder Judicial», y en ningún otro sitio de la 
Constitución se habla del ministerio fiscal, como 
no sea en éste. En consecuencia, tenemos que sa- 
ber cuál es la frontera que lo delimita, por dónde 
pasa esta frontera y si resulta que el ministerio fis- 
cal es un Poder judicial según la Constitución, 
como lo es según la ley - e n  cuyo caso cabría pre- 
guntarse si esta ley realmente está o no en contra- 
dicción con lo que dice la Constitución-, no en- 
tiendo que pueda existir, en este caso, un doble 
tratamiento del problema y hacer caso omiso de 
lo que nos dice la constitución. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Moscoso del Prado. 

El señor MOSCOSO DEL PRADO: Brevísi- 
mamente para recordar al señor Solé Tura que en 
ese Título VI que habla del ministerio fiscal, se 
habla también, por ejemplo, de la Policía Judi- 
cial, y nadie puede sostener que la Policía Judi- 
cial sea Poder judicial. Por eso entendemos que 
su razonamiento no es válido ni aplicable en este 
caso. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿El Grupo Centrista 
mantiene como propuesta de transacción la de 
introducir el plazo de un año, señor Moscoso? 

El señor MOSCOSO DEL PRADO MUÑOZ: 
Lo mantenemos, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Entiendo que lo que 
se ha formalizado por el Grupo Centrista es una 
propuesta de transacción para que la Disposición 
final primera en su letra A) diga: «Para que en el 
plazo de un año y a propuesta del Ministerio de 
Justicia, dicte el reglamento que desarrolle la pre- 
sente ley.» ¿Es así? (Asentimiento.) 

¿Hay objeción por parte de algún grupo parla- 
mentario para la admisión a trámite de esta en- 
mienda? (Pausa.) 

Vamos a proceder a la votación. En primer lu- 
gar, se somete a votación la enmienda número 80 
del Grupo Parlamentario Comunista respecto de 
la Disposicidn final primera. Enmienda del Gru- 
po Parlamentario Comunista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resulta- 
do: 267 votos emitidos; 31 favorables; 225 negati- 
vos; 11 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la 
enmienda del Grupo Parlamentario Comunista a 
la Disposición final primera. 

Sometemos ahora a votación la enmienda de 
transacción del Grupo Parlamentario Centrista, 
admitida ya a trámite con anterioridad. Enmien- 
da del Grupo Centrista a la Disposición final pri- 
mera que supone introducir en el párrafo a) <<el 
plazo de un año». 

Comienza la votación. (Pausa) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 265 votos emitidos; 258favorables; cuatro ne- 
gativos: tres abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
enmienda del Grupo Parlamentario Centrista 
respecto de la Disposición final primera. 

Se somete ahora a votación el texto de la Dis- 
posición final primera conforme al dictamen de 
la Comisión, quedando entendido que, caso de 
aprobarse, llevará la enmienda aprobada ya con 
anterioridad. Disposición final primera. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 266 votos emitidos; 244 favorables: 15 negati- 
vos; siete abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
Disposición final primera conforme al dictamen 
de la Comisión e incorporando la enmienda 
aprobada con anterioridad. 

Sometemos por Último a votación la Disposi- 
ción final segunda conforme a! dictamen de la 
Comisión. Disposición final segunda. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 266 votos emitidos; 245 favorables; uno nega- 
tivo; 20 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la 
Disposición final segunda conforme al dictamen 
de la Comisión. 

Con esto queda aprobado, en los términos que 
resulten de las diversas votaciones realizadas, el 
proyecto de ley de regulación del Estatuto Orgá- 
nico del ministerio fiscal. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSI- 
CIONES DE LEY: 
- SOBRE MODIFICACION DE LA LEY OR- 

CANICA DEL ESTATUTO DE CENTROS 

TARIO SOCIALISTA DEL CONGRESO) 
ESCOLARES (DEL GRUPO PARLAMEN- 

El señor PRESIDENTE Toma en considera- 
ción de proposiciones de ley. En primer lugar, la 
proposición de ley del Grupo Parlamentario So- 
cialista del Congreso sqbre modificación de la 
Ley Orgánica del Estatuto de Centros Escolares. 

El texto de esta proposición aparece publicado en 
el ((Boletín Oficial de las Cortes Generales» del 
día 15 de abril Último. 

Salvo que hubiera petición en contra por parte 
de algún grupo parlamentario, daríamos por lei- 
do el texto de la proposición de ley. ¿Se da por 
leído? (Pausa.) 

Se da por leído. Por el Secretario de la Cámara 
se dará lectura al criterio de la Comisión compe- 
tente. 

El señor SECRETARIO (Bono Martínez): 
Dice así: «Excelentísimo señpr Presidente del 
Congreso de Diputados: La Comisión de Educa- 
ción y Ciencia, en su reunión del día 29 de abril 
de 198 1, ha examinado la proposición de ley so- 
bre modificación de la Ley Orgánica del Estatuto 
de Centros Escolares presentada por el Grupo 
Parlamentario Socialista del Congreso, adoptan- 
do el acuerdo de manifestar su criterio favorable a 
la toma en consideración de tal proposición. Lo 
que tengo el honor de poner en conocimiento de 
V. E. en cumplimiento de lo dispusto en el ar- 
tículo 92.4 del vigente Reglamento de la Cámara. 
Palacio del Congreso, 29 de abril de 198 1. El Pre- 
sidente de la Comisión». 

El señor PRESIDENTE Por el grupo parla- 
mentario proponente, y para exponer los funda- 
mentos de su iniciativa, tiene la palabra el señor 
Gómez Llorente. 

El señor GOMEZ LLORENTE: Señor Presi- 
dente, señorías, yo creo que es bueno que en cual- 
quier momento en esta Cámara se hable de edu- 
cación, pero es particularmente indicado que se 
hable en la Cámara de educación en un comienzo 
de cursa; y, sin embargo, no se habla en esta Cá- 
mara al comienzo de curso de educación a inicia- 
tiva del señor Ministro, como parece que hubiera 
sido lo más lógico, porque el señor Ministro tuvo 
a bien convocar una rueda de prensa el pasado 
día 10 del comente para exponer sus criterios y 
opiniones sobre la situación de la enseñanza, 
pero no nos honró pidiendo una reunión de la 
Comisión de Educación, en la que, lógicamente, 
a comienzo de curso, debiera hacerse, a,nuestro 
juicio, balance de la situación y exposición de los 
propósitos de política educativa para el presente 
año. 

Es el caso, no obstante, que, aunque sea a ini- 
ciativa de la oposición, en tiempo muy oportuno 
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venimos a tratar esta tarde algo sobre problemas 
educativos. 

El objeto concreto de esta intervención es pre- 
sentar ante la Cámara la toma en consideración 
de una proposición de ley del grupo parlamenta- 
no al que pertenezco, por la que se pretende la 
modificación de la Ley Orgánica del Estatuto de 
Centros Escolares. 

Dice el Reglamento que en este trámite han de 
exponerse los fundamentos y motivos de la ini- 
ciativa. Pues bien, esta iniciativa trae causa de 
forma inmediata de la sentencia emitida por el 
Tribunal Constitucional el 13 de febrero de 198 1, 
por la que se declaraban inconstitucionales y, en 
consecuencia, nulos, una serie de preceptos del 
Estatuto de Centros Escolares. Exactamente los 
artículos 34, apartado 3 b), 34.2 y 18.1 y Disposi- 
ción adicional tercera. 

Pero no podemos dejar las cosas simplemente 
en un enfoque formal, porque es igualmente cier- 
to que esta proposición trae causa de errores de 
fondo graves cometidos en el trámite legislativo 
del Estatuto de Centros Escolares, errores que 
fueron advertidos por el grupo parlamentario al 
que pertenezco. Pero, con cierta arrogancia, el 
partido del Gobierno no solamente no atendió a 
esas razones sino que, como luego veremos en al- 
gunos textos a los que hemos de dar lectura, una 
vez más se reafirmó en que la razón necesaria- 
mente está siempre en la mayoría de los votos. 
Yo recuerdo aquella frase del anterior portavoz 
del Grupo Parlamentario de UCD cuando dijo 
que en democracia la razón de los votos son los 
votos de la razón. 

Pues bien, el Tribunal Constitucional ha veni- 
do en este caso a demostrar que no es así y a decir 
que no siempre se habla en vano de mayoría me- 
cánica. La Sentencia, ciertamente no nos da la ra- 
zón en todos los motivos que nosotros recum- 
mos. Nosotros fundamentamos en cinco motivos 
el recurso de anticonstitucionalidad. Sin embar- 
go, la sentencia viene a damos, en cierto modo, 
razón en tres de ellos. Yo quiero adelantar ante la 
Cámara nuestro absoluto acatamiento a la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional, enmarcado 
dentro del más escrupuloso acatamiento que te- 
nemos los socialistas a todo cuanto constituye el 
orden constitucional. Sin embargo, también, y di- 
cho sea con todo el respeto al alto tribunal, noso- 
tros no damos por zanjada esta cuestión, es decir, 
nosotros saludamos con satisfacción aquellos 
puntos por los cuales la sentencia rectifica el Es- 

tatuto, pero no entendemos que el resto del Esta- 
tuto haya quedado inscrito para siempre con le- 
tras de bronce sobre piedra. 

Quiero significar por ello que, aun cuando hoy 
nos limitemos a tratar de aquellos temas que tie- 
nen que ser modificados por exigencias de la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional, mi grupo 
parlamentario no retira la condena que en su día 
hizo del contenido en su conjunto del Estatuto, y 
que si bien hasta ahora ha agotado uno de los trá- 
mites que podía seguir en su lucha contra el Esta- 
tuto, sigue planteando la abrogación de esa ley 
que consideramos nefasta para la enseñanza es- 
pañola. Naturalmente que en vía política, ape- 
lando a la confianza política de los ciudadanos 
para que cuando los votos así nos lo permitan po- 
damos sustituir y modificar en su integridad ese 
Estatuto. 

En cuanto al contenido de la proposición que 
tengo el honor de defender, he de decirles que 
ciertamente es muy breve, es corta de extensión, 
pero creemos que, especialmente en algunos pun- 
tos, es muy larga en sus efectos. 

La proposición en principio, como he indica- 
do, casi se limita a tratar de procurar -si me per- 
miten esta expresión un tanto vulgar- rellenar 
los huecos, los agujeros que han dejado en el Es- 
tatuto de Centros Escolares los puntos del fallo de 
la sentencia del Tribunal Constitucional. Así, 
trata de rectificar lo que concierne a las asociacio- 
nes de padres de familia. Ya desarrollamos en su 
día desde esta tribuna cómo desde nuestro punto 
de vista era totalmente absurdo el que se requirie- 
se formar parte de la asociación para poderser 
candidatos o elegibles a los órganos de dirección y 
gestión de los centros, y venimos a ofrecer un tex- 
to que sea concorde con la exigencia constitucio- 
nal y a su vez proponemos una serie de modifica- 
ciones concordantes con esa modificación funda- 
mental. 

También proponemos la adecuación de la Dis- 
posición adicional tercera. Me importa mucho en 
este punto aclarar en la exposición inicial que 
cuando nosotros recummos wntra esta Disposi- 
ción adicional -y ya lo habíamos anunciado en 
el propio debate- no estábamos en absoluto tra- 
tando de recortar, de limitar la capacidad de au- 
togobiemo de los territorios dotados de Estatutos 
de Autonomía en materias educativas. Lo que es- 
tábamos criticando era un procedimiento consti- 
tucionalmente incorrecto, como ha venido a de- 
mostrar la sentencia del Tribunal Constitucional. 
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Y digo esto porque, aunque nosotros hagamos 
una proposición muy reducida y muy sencilla, no 
quiere decirse que no estuviéramos perfectamen- 
te abiertos a, si es posible, establecer otro tipo de 
mayorías en la Cámara, distintas de aquella 
mayoría que se configuró para hacer el Estatuto y 
para conseguir sacar adelante el Estatuto. Noso- 
tros estaríamos abiertos a considerar de forma 
muy favorable el que otros grupos parlamentarios 
testimoniaran el estar dispuestos a constituir nue- 
vas mayorías cara a la reforma de esta ley y, en 
consecuencia, a tomar también en consideración 
enmiendas que abrieran la puerta a otras modifi- 
caciones de este Estatuto. 

Pero, señorías, lo más importante de la pro- 
puesta que tengo el honor de defender en este mo- 
mento es lo que se nfiere a la modificación del 
artículo 34.3, d), porque resulta que una de las 
partes que ha sido impugnada por los magistra- 
dos del Tribunal Constitucional es, justamente, 
toda la parte del artículo 34 del Estatuto de Cen- 
tros Escolares que se refería a la gestión de los 
Centros privados sostenidos con fondos públicos. 

Como muy bien tiene que recordar esta Cáma- 
ra, eso fue una de las materias de más intensa ba- 
talla a lo largo de todo el debate del Estatuto. No- 
sotros habíamos reiterado una y otra vez que no 
se podía sujetar al mismo tipo de normativa, en 
cuanto al modelo de gestión, a los centros estric- 
tamente privados, que se mueven en la lógica del 
sistema económico en estos momentos vigente en 
nuestro país, es decir, configurados como una 
empresa privada, una empresa de servicios, al- 
guien que vende unos determinados servicios y 
existe una cierta relación característica entre las 
personas oferiantes y sus clientes -entiéndaseme 
en el sentido en que estoy manejando estas expre- 
siones- y aquellos otros centros de origen que 
son sostenidos con fondos públicos, y sobre los 
cuales tiene que recaer con todo su vigor, con 
toda su energía, el mandato contenido en el pun- 
to 7 del artículo 27 de la Constitución, del cual, 
en nuestra opinión, se hacía auténtica burla en el 
artículo 34 del Estatuto de Centros Escolares. 
Y aquí utilizamos una determinada técnica, 

que es la técnica de proponer un pequeño texto 
que diga: «En los centros o niveles sostenidos con 
fondos estatales o de otras entidades públicas, el 
régimen de control y gestión se atendrá a lo que 
específicamente la ley establezca». Con lo cual lo 
que hacemos es proponer que se extraiga del Es- 
tatuto de Centros Escolares esta cuestión y se re- 

mita a otra ley. Como quiera que en esta Cámara 
se encuentra en tramitación una Ley sobre Fían- 
ciación de la Enseñanza Privada, entendemos 
que allí sería el lugar oportuno para desarrollar 
esas condiciones. Y además esto nos da, por fin, 
ocasión a quebrar una política que insistente- 
mente ha venido manteniendo a lo largo de va- 
rios años el partido del Gobierno. A saber, la po- 
lítica de escamotear -perdónenme la expre- 
sión- uno de los compromisos que nosotros 
reputábamos como más importantes de los 
Acuerdos de la Moncloa. Porque en efecto, en los 
acuerdos que se pactaban entre los días 8 y 27 de 
octubre de 1977, se dice en la parte que se refiere 
a política educativa, apartado b), lo siguiente: 
«Respecto a los centros no estatales se procederá 
a una revisión profunda del sistema de financia- 
ción, con la definición, si se considera convenien- 
te, de un Estatuto de los centros subvencionados 
en los que se prevea la participación de padres de 
alumnos y profesorado, por la que se atienda a la 
función, etcétera». Es obvio, como todas SS. SS. 
han podido escuchar, que dice este párrafo: «si se 
considera conveniente)). Pero ¿quién tenía que 
considerarlo conveniente? Es lógico que si se tra- 
ta de un pacto suscrito por un conjunto de fuerzas 
políticas parlamentarias tenía que haber sido el 
conjunto de esas fuerzas políticas parlamentarias 
quien lo considerase, en su caso, por lo menos 
conveniente o no conveniente y, sin embargo, el 
decurso. político no discumó por ese cauce, sino 
que unilateralmente el Gobierno de UCD y el 
partido del Gobierno utilizaron una técnica que 
tendía a escamotear esto. Una técnica diseñada 
por el entonces Ministro de Educación, don Iñigo 
Cavero, seguida por su sucesor, señor Otero No- 
vas (Rumores.), y que el actual señor Ministro de 
Educación no está dando ninguna muestra de 
pretender rectificar. Y la operación de escamoteo 
consistió, sencillamente, en remitir al Parlamen- 
to dos proyectos de ley, un proyecto de Estatuto 
de Centros Escolares y un proyecto de financia- 
ción, con lo cual, naturalmente, se arrojaba la pe- 
lota en manos del Parlamento. Y esos dos proyec- 
tos eran de tal naturaleza que en el Estatuto de 
Centros Escolares se hacía una mínima, práctica- 
mente insignificante, distinción entre los centros 
privados no subvencionados y los centros priva- 
dos subvencionados, mientras que en el proyecto 
de ley de financiación se hablaba exclusivamente 
de cuestiones económicas, sin que allí figurasen 
las lógicas contrapartidas, estableciéndose un 
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tipo de enfbque en la política de financiación de 
la enseñanza privada que yo no tengo más reme- 
dio que decir que lo reputo regresivo con respecto 
a la Ley General de Educación del año 1970, que 
por lo menos preveía un sistema de conciertos 
donde lógicamente tendría que figurar la contra- 
partida en distintos aspectos, y, obviamente, en 
orden de gestión, con respecto a la partida de la 
financiación por parte del Estado de esos centros. 

Estoy absolutamente cierto de que no era en 
absoluto propósito de entrar en marcar ningún 
tipo de política educativa la intención que pudie- 
ran albergar los jueces del Tribunal Constitucio- 
nal. No es, obviamente, ésa su función. Estoy co- 
mentando solamente el hecho de que esa circuns- 
tancia, y el tipo de modificación que se propone, 
nos viene a permitir superar aquella operación de 
escamoteo que se inicia en un determinado Mi- 
nistro y se sigue prolongando hasta este momen- 
to, y nos ha dado ocasión para que la Ley, pen- 
diente de tramitación, de Financiación de la En- 
señanza Privada se transforme en un auténtico 
Estatuto de los centros privados sostenidos con 
fondos públicos, donde no se hable solamente de 
cuestiones financieras, sino que se hable también 
de cómo en esos centros se va a cumplir, con se- 
riedad y con rigor y hasta el final, las exigencias 
del número 7 del artículo 27 de la Constitución 
que, como muy bien conocen SS. Ss., estipula 
que en todos los centros sostenidos con fondos 
públicos -y, por tanto, abarca a los centros es- 
trictamente estatales y a los privados sostenien- 
dos con fondos públi-, padres, profcsores y 
alumnos intervendrán efectivamente en el con- 
trol y gestión de los mismos. 
Pues bien, si el Reglamento dice que han de ex- 

ponerse los fundamentos, intenciones, etcétera, 
yo no quiero ocultar a la Cámara con qué talante 
los socialistas pensarían dar sentido, dar conteni- 
do en esa otra ley, a la que se remite el texto de la 
proposición que estoy defendiendo, a esa cues- 
t i h .  

Nosotros tenemos presentada una enmienda a 
la Ley de Financiación de la Enseñanza privada 
que prácticamente sintetiza lo más esencial de 
nuestro pensamiento a este respecto. Y me parece 
importante leer en esta tribuna esa enmienda, 
porque es oportuno que, en este momento de co- 
mienzo del curso, haya un mensaje de esperanza 
hacia esos miles y miles de profesores de la ense- 
ñanza privada, que tienen que comprender que 
en el curso de este año académico por lo menos 

alguien en esta Cámara va a defender un «status» 
profesional de dignidad, de participación en la 
ordenación de su propio trabajo, del que ahora 
carecen. Porque no nos limitamos nosotros al 
sentido de un párrafo de la reciente declaración 
de la FETE, que reclama para el profesorado de 
los centros no estatales un trato de nivel análogo 
al de los profesores estatales. Muchos nos congra- 
tularía que aquellos centros que merezcan ser 
subvencionados ciertamente llegaran a dar al 
profesorado de los mismos un nivel de carácter 
económico semejante al de los protesores de la 
enseñanza estatal; pero nosotros no nos queda- 
mos ahí sólo, nosotros reivindicamos también 
para esos profesores un tipo de «status» que se 
trasluce del texto de la siguiente enmienda, que 
nos proponemos mantener, a la Ley de Financia- 
ción, y que dice así: «Para poder percibir ayuda a 
que se refiere la presente ley, los centros tendrán 
que cumplir los siguientes requisitos: 

»1 .O Cubrir necesidades objetivas de escolari- 
ación. . 

»2." Atenerse a la planificación y programa- 
ción generales de la enseñanza de acuerdo con un 
orden de prioridades tanto de niveles educativos 
como de necesidades sociales. 

»3." Que profesores, padres y, en su caso, 
alumnos intervengan en el control y gestión del 
centro. A tal efecto se constituirá en los ceutros 
acugidos a los beneficios de la presente ley un 
Consejo integrado por el director del centro y por 
los miembros representantes de los tres sectores 
mencionados, que asumirán las siguientes funcio- 
nes: 

»a) Selección del profesorado. 
»b) Elección de los cargos directivos. 
»c) Elaboración del reglamento de régimen 

interno. 
xi) Pmgramación de las actividades paraes- 

colares. 
»e) Control del funcionamiento general del 

centro en los aspectos económicos, administrati- 
vos y docentes.» 

Obviamente, señoras y señores diputados, 
cuando yo reclamo esta tarde un v@o favorable 
para la toma en consideración de Iá proposición 
de ley que me ha cumplido el honor. de presentar- 
les, no estoy pidiendo el voto favorable a la adhe- 
sión a estos concretos criterios. Con esto, lo único 
que quiero decir es hasta dónde llega en el fondo 
nuestra intencionalidad. En principio no solicita- 
mos su voto favorable más que para un proyecto 
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muy simple, muy sencillo en su disposición apa- 
rente, que tienda a llenar, a completar lo que im- 
prescindiblemente ha de ser reparado, porque ha 
quedado en hueco o en vacío como consecuencia 
de la sentencia del Tribunal Constitucional. 

Esta Cámara empezó a tratar del Estatuto de 
Centros Escolares en Pleno la tarde del 4 de mar- 
zo de 1980. Aquella tarde, el entonces Ministro 
de Educación, señor Otero (Rumores.), en su dis- 
curso de presentación de la ley decía, entre otras, 
estas palabras: «La ley establece los términos en 
los que cada uno de los sectores implicados en el 
proceso educativo, profesores, padres, alumnos, 
personal no docente, ha de ejercer los derechos y 
libertades que ¡e concede la Constitución». Pues 
bien, los magistrados del Tribunal Constitucional 
se han encargado, señor Otero, de desmentir estas 
palabras, porque ese proyecto que aquí se nos 
presentaba no establecía el modo adecuado de 
ejercer esos derechos. 

Si esto se dijo en la primera sesión en la que se 
trató del Estatuto de Centros Escolares, en la Últi- 
ma sesión en la que se concluyó ese debate, en la 
tarde del 1 3 de marzo de 1980, el señor Herrero y 
Rodriguez de Miñón, en una de sus múltiples in- 
terveciones de aquella tarde, decía: «Por eso, si 
esta ley la vota la mayoría de la Cortes, es una ley 
rigurosamente democrática». Y ahora nadie pue- 
de negar que en un régimen constitucional, para 
que una ley sea rigurosamente democrática, no 
basta sólo con que tenga los votos de la mayoría 
coyuntural que en un momento tenga la Cámara, 
sino que sea al menos conteste y acorde con la 
Constitución. 

Señorías del partido del Gobierno, a través de 
la proposición que sometemos a su considera- 
ción, tienen la ocasión de empezar a rectificar. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE El Gobierno ha con- 
ferido su representación para este debate al dipu- 
tado don Miguel Herrero Rodríguez de Miñón. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MI- 
RON: Señor Presidente, por nuestra parte fijaría- 
mos nuestra posición como grupo antes de la vo- 
tación para tener un turno simplemente. 

El señor PRESIDENTE Sabe S. S. que este es 
un debate en que no hay intervención más que 
del proponente y del Gobierno, y seguidamente 
se vota. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MI- 
NON: Perdón, señor Presidente. 

Señor Presidente, quiero iniciar mi breve inter- 
vención excusándome de mi error reglamentario. 
Realmente, cuando he solicitado la palabra no 
sabía de acuerdo con qué disposiciones reglamen- 
tarias se iba a desarrollar el debate, puesto que de 
acuerdo con el vigente Reglamento, las proposi- 
ciones que se introducen ante esta Cámara las lee 
uno de los secretarios de la misma, y hemos asis- 
tido a cómo el Vicepresidente segundo de la mis- 
ma leía una de las enmiendas que creo que se dis- 
cutirá en un futuro debate. (Rumores.) Probable- 
mente a esa, digamos, utilización de las normas 
reglamentarias, se ha debido mi lapsus, por el que 
pido disculpas a la Mesa y a los señores diputa- 
dos. 

Señor Presidente, yo anuncio desde ahora que 
mi grupo no se va a oponer la admisión a trámite 
de la proposición del Grupo Socialista, y no se va 
a oponer por una fundamental razón técnica, 
porque la sentencia de 13 de febrero de este año, 
al declarar la nulidad de algunos preceptos de la 
Ley Orgánica Reguladora del Estatuto de Centros 
Docentes, crea una serie de vacíos legales que, 1Ó- 
gicamente, es preciso suplir, y aunque son varias 
las vías que la práctica comparada ofrece a situa- 
ciones como ésta para encontrar solución, y aun- 
que, por supuesto, la propuesta del Grupo Socia- 
lista no cumple con su finalidad de salvar estas la- 
gunas, como más adelante trataré de demostrar, 
consideramos que, por vía de tanteo o ensayo, es 
bueno abrir una vía experimental a una situación 
que, lógicamente, y por las razones que el señor 
Gómez Llorente ha señalado, suelen presentarse 
en un Estado de derecho. 

Sin embargo, mi ilustre antecesor en el uso de 
la palabra, con un notorio rigor en eso que se lla- 
ma atenerse a la cuestión, ha tratado una serie de 
temas íntimamente imbricados con la proposi- 
ción socialista, como son Las intenciones que su- 
byacen a la misma, como son las finalidades pró- 
ximas y últimas que dicha proposición pretende. 

El señor Gómez Llorente, en una anterior in- 
tervención sobre esta proposición de ley en la Co- 
misión de Educación, ofrecía lo que entonces lla- 
maba una paz escolar, y señalaba que la paz esco- 
lar se podía obtener por dos medios: o bien me- 
diante la colaboración de la mayoría a la tesis del 
Partido Socialista, o bien, simplemente, por la 
adopción de medidas por parte del Partido Socia- 
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lista, después de una eventual y aleatoria victoria 
electoral. 

En la intervención que acabamos de oír, parece 
que se nos ofrece, simplemente, la segunda de es- 
tas altemativas. El señor Gómez Llorente ha di- 
cho que cuando la mayoría se lo permita, y sin 
perjuicio de haber hecho unas ofertas vagas para 
construir otras mayorías susceptibles de cual- 
quier tipo de transacción, lo cual arroja nueva luz 
sobre el escnípulo constitucional del Partido So- 
cialista a la adicional tercera, adicional tercera 
que, dicho sea de paso, no ha sido declarada in- 
constitucional por el Tribunal, en cuanto a técni- 
ca, que es lo que se discutió en esta Cámara; en 
esta Cámara se discutió si una ley orgánica podía 
hacer transferencia a Comunidades Autónomas, 
y para regular extremos contenidos en una ley or- 
gánica cuando estos extremos no fueran materia 
de ley orgánica, y esto no lo ha negado el Tribu- 
nal Constitucional lo que el Tribunal Constitu- 
cional ha entrado a examinar es el contenido con- 
creto de las materias que en virtud de la adicional 
tercera se habían transferido. Pues bien, después 
de obtener esta luz sobre cuáles eran los alcances 
y la reversibilidad de los escrúpulos del Partido 
Socialista sobre la Disposición adicional tercera, 
mi ilustre predecesor nos ha señalado que cuando 
el Partido Socialista obtuviera, de una u otra ma- 
nera, una nueva mayoría en esta Cámara, nega- 
ría, uno a uno, los principios en que se basaba el 
Estatuto de antros y nuestra concepción de la li- 
bertad de enseñanza. 

Nosotros queremos rendir con esto un home- 
naje al Partido Socialista. Creemos que el Partido 
Socialista en esto es profundamente valiente, pro- 
fundamente sincero. En esto -y estoy seguro que 
en otras muchas wm+, el Partido Socialista 
Obrero Español es múcho más sincero que su ho- 
mólogo francés, teniendo en cuenta que durante 
la campaña electoral de las Últimas presidenciales 
y legislativas francesas nadie habló de la libertad 
de enseñanza, nadie habló de la libertad de infor- 
mación, y es hoy cuando las leyes Abril y Guer- 
meur están en tela de juicio, cuando la libertad de 
información también está en tela de juicio, cuan- 
do los franceses se dan cuenta de qué peligro pue- 
den correr sus libertades cuando son manejadas 
por determinados sectores. (Grandes rumores y 
protestas.) 

Señor Presidente, yo quiero señalar que nues- 
tros dignos compañeros de la oposición, que de- 
seo muy larga (Risas.), no tienen por qué alar- 

marse en manera alguna. Estoy lanzándoles un 
elogio y de ninguna manera una condena. Yo 
comprendo que el intemacionalismo socialista 
les haga sentirse solidarios del Partido Socialista 
francés, como todos sabemos que lo son en todas 
sus posiciones, especialmente en política intema- 
cional. (Risa.) Pero estoy diciendo que son mu- 
cho más sinceros que los franceses; mucho más 
sinceros que los franceses. (Risas y rumores.) 

Scñor Presidente, yo quiero decir -- 
respondiendo a la finalidad señalada por el señor 
Gómez Llorente en su intervención- que mi 
grupo parlamentario, y el Gobierno al que este 
grupo parlamentario da su apoyo, se reafirma en 
los principios básicos que inspiraron e inspiran el 
Estatuto de Centros Docentes y que han sido con- 
sagrados por la sentencia del Tribunal Constitu- 
cional. Porque, de los múltiples motivos de im- 
pugnación que del Estatuto hizo ante el Tribunal 
el digno grupo de la oposición, los fundamenta- 
les, los claves, no han prosperado precisamente. 
La libertad de los padres de elegir un tipo de 

educación que supone la libertad de crear, identi- 
ficar y dirigir centros docentes que ofeifan diver- 
sos tipos de educación, y que fue impugnada por 
el Partido Socialista en los artículos 15 y 34, ha 
sido estimada plenamente constitucional por 
nuestro más alto Tribunal; y yo me honro en rei- 
terar las palabras del entonces Ministro de Edu- 
cación, y hoy querido compañero del grupo par- 
lamentario, señor Otero, de acuerdo con el cual, 
y de acuerdo con la jurisprudencia de nuestro 
más alto Tribunal, la facultad de identificar un 
centro docente mediante un ideario que, según 
dice expresamente la sentencia del Tribunal, no 
tiene por qué quedarse en lo puramente ético o 
religioso, sino que puede alcanzar absolutamente 
todo el conjunto de las actividades del citado cen- 
tro docente, es un derecho constitucional, un de- 
recho constitucional en el que verdaderamente 
cristaliza la libertad de enseñanza. Y, por supues- 
to, tambih el Tribunal Constitucional reconoce 
que es plenamente legítimo el artículo 15, de 
acuerdo con el cual, la libertad de cátedra o ex- 
presión docente e incluso la conducta personal 
del profesor debe atemperarse al ideario o carác- 
ter propio que identifica al centro. 

Por Último, nosotros insistimos desde aquí en 
dos principios claves del Estatuto de Centros. Por 
una parte, la necesidad de que la libertad que el 
Estatuto de Centros define se ponga ai alcance de 
todos mediante una financiación de la enseñanza 
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en sus niveles gratuitos, al alcance de todas las fa- 
milias españolas, e insistimos -y en esto insistiré 
un poquito más adelante- que no consideramos 
de ninguna manera constitucional ni pertinente 
el diluir la potestad identificatoria del centro do- 
cente ni la potestad directiva del centro docente 
público o privado en un seudocontrol de la co- 
munidad escolar, porque una cosa es participar 
en el control, y otra es tener la globalidad, totali- 
dad y exclusividad del control. Sobre lo que signi- 
fican estas palabras traté de ilustrar en su mo- 
mento a los señores de la oposición. 

Señor Presidente, pasando exactamente al con- 
tenido de la proposición socialista, quiero señalar 
los siguientes extremos. En primer lugar, es claro 
que el Tribunal Constitucional ha declarado la 
nulidad del artículo 18.1, y este artículo debe ser 
re-redactado; lo que pasa es que debe ser redacta- 
do bien, no como lo hace la proposición socialis- 
ta (Risas.), y nosotros, desde ya, anunciamos que 
tenemos intención de presentar la correspondien- 
te enmienda, una de las muchas que formulare- 
mos en tiempo oportuno a esta propuesta. Por- 
que, claro, una cosa es que se defienda, como 
hace el Tribunal Constitucional rectamente, la li- 
bertad de asociación de los padres, y otra es que 
hay que explicar que la libertad de asociación 
consiste no en la posibilidad sólo de construir va- 
rias asociaciones, sino, incluso, de no asociarse y, 
por supuesto, no empece -y no digo que vaya- 
mos a presentar est- la existencia de un Órgano 
en que se integren todos los padres, un órgano 
que es la experiencia que arroja, por ejemplo, el 
Derecho comparado alemán y en el que son ver- 
daderamente articulables y factibles asociaciones 
y padres no asociados. 

En cuanto al artículo 34, párrafo segundo y 
creo que párrafo tercero b), realmente la solución 
que propone el Partido Socialista nos parece har- 
to insuficiente, porque trata de llenar una laguna 
legal, y lo que dice es que «se regulará por ley». 
Eso no llenada nada. Lo que pasa es que el señor 
Gómez Llorente, con una honestidad que como 
todos sabemos está a prueba de bomba y a prueba 
de Congreso y de todo (Risas.), nos ha dicho que 
lo que trata es de anunciar aquí un Estatuto de 
Centros Subvencionados, a través de la Ley de Fi- 
nanciación. Para esto nos invoca los Pactos de la 
Moncloa. 

Creo, señor Presidente, que realmente, los Pac- 
tos de la Moncloa, que sin duda son un documen- 
to importante en la historia de la transición espa- 

ñola, son un documento ligeramente rebasado 
por los acontecimientos, entre otros por el gran 
acontecimiento que supone tener la Constitución 
de 1978 y el cierre del proceso de transición hacia 
la democracia. (Risas.) Las transiciones se cierran 
siempre; lo que no hay es una transición perma- 
nente, salvo cuando de la transición al paraíso so- 
cialista se trata. 

Incluso, en los Pactos de la Moncloa se dice «si 
se estima conveniente)) y entonces, el señor Gó- 
mez Llorente nos dice «es que tendremos que ser 
todos los firmantes de los Pactos de la Moncloa 
los que lo estimemos conveniente», lo cual real- 
mente da a los firmantes de los Pactos de la Mon- 
cloa una especie de perpetuo aliberum veto» so- 
bre todas las decisiones que en política educativa 
y, probablemente, en política general puedan 
adoptarse en este país, y eso realmente es la nega- 
ción de la democracia estable, tal como la enten- 
demos de Polonia para acá. (Risas.) Y cuando me 
refiero al diberum veto», ustedes comprenden 
qué quiero decir. Después, si alguien no entiende 
lo que significa el diberum veto)), se lo explico. 
(Risas.) 
Lo que quiero decir, señor Presidente, es hue si 

es conveniente o no un Estatuto de Centros Sub- 
vencionados, quien tenía que determinarlo y lo 
determinó fue el constituyente del 78 y no exigió 
en el artículo 27, que tanto se invoca, un Estatuto 
de Centros Subvencionados; exigió que se organi- 
zara una participación en el control. Los redacto- 
res del Estatuto de Centros Docentes considera- 
ron mayoritariamente que en el artículo 34 se 
preveía una fórmula para instrumentar este con- 
trol, y en uso de su competencia, el Tribunal 
Constitucional ha declarado que esta fórmula es 
inválida, pero no por el fondo, sino por la forma; 
no porque el Tribunal diga que es necesario acu- 
dir a otros instrumentos de control, sino porque 
dice que estos instrumentos de control deben ser 
fijados por ley, sin, por supuesto, prever cuál ha 
de ser el contenido de dicha ley. 

Pues bien, yo, en nombre de mi grupo parla- 
mentario y del Gobierno al que éste apoya, he de 
decir que no estimamos oportuno que exista un 
Estatuto de Centros Subvencionados que lo que 
trate es de utilizar la financiación de la enseñanza 
no como nosotros la entendemos - como un ins- 
trumento ck liberación, como instrumento para 
crear las condiciones del ejercicio real de la liber- 
tad de enseñanza, en aplicación del artículo 9." de 
la Constitución-, sino como, al menos. tenemos 
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indicios de que puede entenderse, como un ariete 
para triturar la libertad de enseñanza, porque la 
potestad de crear, identificar y dirigir centros do- 
centes se diluya en un pseudocontrol de la comu- 
nidad escolar o se socave mediante una interven- 
ción estatal que exceda las lógicas competencias 
de control. 

Nosotros creemos, y con esto termino, que la 
financiación que vamos a regular en la Ley de Fi- 
nanciación, que pronto será discutida en la Co- 
misión y en este Pleno, esta financiación es un 
instrumento de libertad, no es un instrumento 
para socavar la libertad, y creemos que es en el 
Estatuto de Centros, corregido a través de las nor- 
mas a que da pie esta proposición socialista, y 
que nosotros enmcdaremos en su momento, don- 
de deben establecerse los mecanismos que com- 
pleten la falla o el vacío que declara el Tribunal 
Constitucional; .pero declaro, sincera y muy for- 
malmente, que nos opondremos a un sistema que 
trate de utilizar -insisto- la Ley de Financia- 
ción como un instrumento de control y no como 
un instrumento de liberación; como un instru- 
mento para acabar con una pluralidad de opcio- 
nes y establecer, como ha dicho recientemente un 
competente ministro francés, un gran servicio 
público, unitario y uniforme de enseñanza. Mu- 
chas gracias, señor Presidente. (Varios seriores 
diputados: Muy bien, muy bien.) 

El señor PRESIDENTE Vamos a proctder a la 
votación. 
Se somete a decisión de la Cámara si se toma o 

no en consideración la proposición de ley del 
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso so- 
bre modificación de la Ley Orgánica del Estatuto 
de Centros Escolares. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

. Efectuada la votacidn, dio el siguiente resulta- 
do: 268 votos emitidos; 126 favorables; seis nega- 
tivos; 135 abstenciones; uno nulo. 

El señor PRESIDENTE Queda tomada en 
consideración la proposjción de ley del Grupo 
Parlamentario Socialista del Congrcso sobre mo- 
dificación de la Ley Orgánica del Estatuto de 
Centros Escolares. 

Para explicación de voto, por el Grupo Parla- 
mentario Comunista, tiene la palab-ra la señora 
Vintró. 

La señora VINTRO CASTELLS: Señor Presi- 
dente, señoras y señores diputados, el Grupo Par- 

lamentario Comunista ha votado favorablemente 
a la toma en consideración de la proposición de 
ley socialista, relativa al Estatuto de Centros Es- 
colares, y ha votado a favor, en primer lugar, por- 
que suele votar a favor de las tomas en considera- 
ción de los diversos grupos parlamentarios, favo- 
reciendo así su iniciativa legislativa, y también, y 
muy especialmente en este caso, por estar absolu- 
tamente de acuerdo con el contenido que dicha 
proposición de ley quiere cumplir. 

A la vez que digo esto, y atendiendo a que el 
debate anterior, señor Presidente, ha sido más 
amplio, el Grupo Parlamentario Comunista no 
podía dejar de intervenir respecto a algunos de los 
temas que aquí se han suscitado. Y celebra que la 
intervención del señor Miguel Herrero haya sido 
tan clara y explícita, como suelen serlo siempre 
las suyas, pero lamenta también que haya perdi- 
do en su habilidad verbal q u e  todos reconoce- 
mos-  una parte importante de las cosas que ha- 
bía anunciado en la primera parte de la interven- 
ción y que luego no ha dicho, perdido en ese ba- 
rullo de las comparaciones entre los partidos so- 
cialistas y los internacionalismos, que han queda- 
do brillantes -se lo reconozco-, pero que no 
han servido en absoluto para aclarar por qué ra- 
zón el grupo del Gobierno, el Gobierno y el ac- 
tual Ministro no han tenido el menor interés ni se 
han dado la menor prisa en cumplir algo que el 
propio señor Herrero ha reconocido que era una 
vacío producido por un manifiesto incumpli- 
miento de la Constitución, provocado por la acti- 
tud mucho más intrasigente del anterior titular 
del Ministerio de Educación y por el grupo que 
en aquel momento le apoyó entusiásticamente. 

Yo quema saber por qué razón el Gobierno, el 
Ministro de Educación y el Grupo de UCD no 
han tenido ninguna prisa en cubrir este vacío que 
va a algo tan importante como al control del di- 
nero de los centros públicos, algo que el señor 
Ministro me obsequió una vez -amablemente, 
espero- en llamar mi obsesión freudiana. ¡Pues 
sí, señor Ministro, sigo tan obsesionada freudia- 
namente con las subvenciones en nuestro país 
como hace tres meses, tres años, ocho años! Por- 
que las cifras se incrementan; acabamos de asistir 
a la pubiicaci&n de una Orden ministerial que 
graciosamente concede un incremento de las sub- 
venciones y algún día es- que me contestará 
por la vía reglamentaria de dónde sale este dinero 
gracioso para incrementar ias subvenciones a la 
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enseñanza privada, sin que siga habiendo ningún 
mecanismo de control, a pesar de que el Tribunal 
Constitucional lo ha sentenciado, y a pesar de 
que los socialistas si han tenido esta prisa en ha- 
cer algo que el señor Ministro no ha tenido dema- 
siado interés en promover y acelerar. 

Por otro lado, me parece preocupante -y lo 
digo sinceramente, a pesar de mi absoluta discre- 
pancia con el contenido de la Ley de Financia- 
ción de la Enseñanza Obligatoria-, digo que me 
parece preocupante que con los años que lleva, lo 
importante que es y lo interesadísimos que están 
los señores de UCD en garantizar la libertad de 
enseñanza por esta vía, que yo evidentemente no 
comparto -porque esta ley está atascada por su 
culpa, señores de U C W ,  ¿por qué no ha manda- 
do la Administración todavía todos los papeles 
que la Ponencia le ha pedido para poder desarro- 
llar su trabajo? ¿Es verdad que tienen tanta prisa, 
o simplemente son cortinas de humo para seguir 
distribuyendo dinero sin ningún tipo de control, 
y que así esta libémma interpretación de la liber- 
tad de enseñanza pueda seguir funcionando sin 
ningún control constitucional? 

Señorías, lo único que espero es que estas en- 
miendas que ha anunciado que nos iba a explicar 
el señor Miguel Herrero de Miñón, y que luego 
también se ha perdido y no nos ha explicado en 
qué iban a consistir, sean realmente tan construc- 
tivas y permitan que los vacíos apreciados por el 
Tribunal Constitucional en el Estatuto de Cen- 
tros se llenen. Pos nuestra parte, en principio es- 
tamos de acuerdo con la formulación del Grupo 
Socialista, pero posiblemente podamos ampliar 
alguna cosa, y pedimos sinceramente al señor Mi- 
nistro que su talante en la primera sesión, cuando 
nos vino a informar de sus proyectos, no se le di- 
luya también en el tiempo; y que este mal paso 
que ha dado hablando a la Prensa y no a la Comi- 
sión de Educación no continúe; que podamos te- 
ner estos debates en la Comisión y que podamos 
traer a este Pleno del Congreso a los Diputados 
auténticas leyes de desarrollo constitucional, que 
no provoquen el enfrentamiento que provocó el 
Estatuto de Centros, que no obliguen a recurrir al 
Tribunal Constitucional, que no se hagan juegos 
de palabras con la paz escolar, como ha hecho el 
señor Miguel Herrero de Miñón, y que podamos 
tener un cierto orgullo del desarrollo constitucio- 
nal en materia educativa, y no la vergüenza que 
hay en estos momentos, y la previsible, si se sigue 
por la penosa vía que se inició con el Estatuto cde 

Centros Escolares . (Varios señores diputados: 
Muy bien.) 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parla- 
mentario Socialista del Congreso, y para explica- 
ción de voto, tiene la palabra el señor Gómez 
Llorente. 

El señor GOMEZ LLORENTE: Señor Presi- 
dente, una breve explicación de voto, porque lo 
sustancial sobre el tema debatido ya lo habíamos 
dicho antes. 

Quisiéramos indicar a la Cámara que hemos 
votado a favor de la proposición, pese a lo que 
hemos escuchado en este breve debate a don Mi- 
guel Herrero. Dicho sea de paso, yo creía que 
cuando un señor diputado hablaba en nombre del 
Gobierno, exponía los criterios del Gobierno con 
mayor compostura, rigor y, además, con mayor 
respeto a aquellos Gobiernos extranjeros con los 
que mantenemos relaciones de vecindad y una 
actitud amistosa. 

Además, hemos mantenido la intención de 
nuestra voto, pese a que, ciertamente, esta propo- 
sición no va a poder cambiar el concepto al que 
se ha referido don Miguel Herrero sobre la liber- 
tad de los padres de elegir un tipo de educación, 
porque nosotros no estamos en contra, como al- 
gún orador preopinante ha dicho, de que los pa- 
dres puedan elegir el tipo de educación que de- 
sean para sus hijos; loque ocurre es que nosotros 
no lo interpretamos, como ha dicho uno de hos 
oradores preopinantes, en el sentido simplemente 
de que puedan elegir, condicionados por toda 
suerte de obligaciones de carácter urbanístico, 
condicionados por la limitación del tipo de cen- 
tros que haya en la demarcación en la que viven, 
etcétera, entre unos determinados tipos de cen- 
tros y, por qué no decirlo, señor Presidente, seíio- 
res miembros de la Cámara, condicionados por la 
composición o la estructura educativa que nos ha 
legado nuestra historia próxima, que es la que ha 
determinado artificialmente y por falta de liber- 
tad, por falta de libertad, la erección de otro tipo 
de centros y que ha favorecido y ha creado artifi- 
cialmente un hegemonismo en la enseñanza pri- 
vada de determinado signo ideológico que hace 
absolutamente falso, en la mayor parte de las cir- 
cunstancias y de las ocasiones, esa pretendida li- 
bertad de elegir de los padres. 

Por esto, nosotros no interpretamos que la li- 
bertad de los padres para elegir el tipo de educa- 
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ción que tengan sus hijos haya de constreñirse a 
lo que la ha constreñido alguna de las interven- 
ciones anteriores, es decir, a la elección de este 
centro o aquel otro centro, sino que la doctrina 
que venimos manteniendo desde hace mucho 
tiempo, y que supongo conocida por la mayor 
parte de SS. SS., de la escuela pública comunita- 
ria, a lo que tiende es justamente a que, a través 
de una auténtica democracia escolar, los padres 
de cada centro puedan configurar el tipo de ense- 
ñanza que quieren para sus hijos y no la configure 
exclusivamente el padre director o la madre supe- 
riora, que, prevalidos de haber hecho el colegio 
en una determinada circunstancia histórica y en 
virtud de la interpretación de la libertad de ense- 
ñanza hecha por el partido del Gobierno, son los 
que en realidad gozan de libertad para decir cómo 
es la enseñanza que se hace allí. 

Lo que nosotros decimos es que si en esos cen- 
tros paga la nación, los epañoles beneficiarios de 
ese dinero de la nación son los que tienen que de- 
terminar en concreto, y no a traces de ninguna 
extraña filosotia estadista, y puedan ser libres 
para determinar el tipo de educación que quieren 
para sus hijos. 

Hemos mantenido también, señor Presidente, 
el sentido de nuestro voto, pese a que la proposi- 
ción que hemos sometido a consideración de la 
Cámara no puede modificar el artículo 15; no 
está contemplado en principio en ella y el cual no 
ha sido consagrado por nadie. El artículo 15 Úni- 
camente ha sido declarado como compatible con 
la Constitución, pero entendemos que hay otras 
formas mucho más amplias de compatibilizar el 
principio de libertad de cátedra con el resto de los 
principios constitucionales. 

Por Último, señor Presidente, señonas, hemos 
votado también a favor porque creemos que esta 
proposición abre ciertamente el camino a que esa 
Ley de Financiación sea una ley de liberación, 
pero, señor Herrero, no una ley de mayor libera- 
ción para las entidades propietarias de los cen- 
tros, sino una Ley de Liberación para las comuni- 
dades escolares. (Varios señores diputados: M u y  
bien, muy bien!) 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parla- 
mentario de Coalición Democrática y para expli- 
cación de voto, tiene la palabra el señor De la Va- 
Ilina. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE Bre- 
vemente, señor Presidente, señonas, para expli- 

car la postura de mi grupo parlamentario, contra- 
ria a la toma en consideración de la proposición 
de ley del Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso sobre modificación de la Ley Orgánica 
del Estatuto de Centros Escolares. 

Dicha oposición, el voto contrario, viene moti- 
vada, en primer término, por razones de índole 
formal, por razones de técnica jurídica. 
Las decisiones del Tribunal Constitucional, 

como sucede con la sentencia de 13 de febrero del 
presente año, que ha servido de base para funda- 
mentar la proposición de ley del Grupo Socialis- 
ta, como ha quedado puesto de manifiesto en la 
intervención de su portavoz, no son mediatamen- 
te ejecutivas; tienen plenos efectos frente a todos, 
como determina el artículo 164 de la Constitu- 
ción, sin necesidad de dictar norma alguna por 
parte de la Cámara, como, por otra parte, el ejem- 
plo del Derecho comparado pone de manifiesto. 
Buena prueba es que la decisión del Tribunal 
Constitucional, en los puntos en que ha declara- 
do inconstitucional la Ley Orgánica de Centros 
Escolares, tiene ya, de hecho, aplicación. 

Declarada la inconstitucionalidad de un pre- 
cepto y, en consecuencia, la nulidad, como en 
este caso sucede con determinados artículos de la 
ley orgánica de 19 de junio de 1980, ello entraña 
la desaparición como norma jurídica, como fuer- 
za de obligar sin más. No resulta, en tal caso, con- 
veniente ni necesario pronunciamiento alguno al 
respecto por parte de las Cortes Generales. Sólo 
en el caso de que tal derogación, por razones de 
constitucionalidad, produzca una laguna norma- 
tiva; una vacío legal que impida la aplicación del 
resto de la ley, sena necesario que, por parte de 
las Cámaras, se tomasen las decisiones legislati- 
vas correspondientes; pero no sucede en este 
caso. La ley, en sus criterios básicos, ha sido de- 
clarada plenamente constitucional, plenamente 
ajustada a la Constitución española de 1978. 

Los pronunciamientos contenidos en la senten- 
cia del Tribunal Constitucional con relación a los 
artículos 18, 34 y Disposición adicional tercera, 
respectivamente, relativos a las asociaciones de 
padres, al derecho de participación de los padres, 
profesores y, en su caso, alumnos, y a los precep- 
tos que, por no tener el carácter de ley orgánica, 
pueden ser objeto de modificación por disposi- 
ción legal de las Comunidades Autónomas y que 
son los únicos que han sido declarados inconsti- 
tucionales por el Tribunal, no tienen necesidad 
de ser objeto de pronunciamiento - c o m o  digo- 
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por parte de esta Cámara. La decisión del Tribu- 
nal es inmediatamente operativa, sin más, y la ley 
puede ser perfectamente aplicable en el resto de 
su contenido. 

Pero al margen de estas consideraciones de téc- 
nica jurídica, de índole formal, y entrando en el 
contenido de la proposición de ley, hay que indi- 
car que, por una parte, el contenido de dicha pro- 
posición va más allá de la decisión del Tribunal, 
abriendo de nuevo el debate sobre la cuestión es- 
colar o incidiendo sobre temas ya decididos re- 
cientemente por esta Cámara. Así, por ejemplo, 
con relación al artículo 18, se pretende volver a 
plantear la cuestión de la existencia de varias aso- 
ciaciones de padres, cuando el Tribunal Consti- 
tucional no ha considerado nula la Disposición 
por tratarse de una sola asociación, sino que Úni- 
camente establece que el derecho de participa- 
ción de los padres puede hacerse, tiene que reco- 
nocerse, aun al margen de la asociación, y que 
pueden ser electores y elegidos los padres, aunque 
no formen parte de la Única asociación existente. 
Sin embargo en la proposición de ley del Grupo 
Socialista se da una interpretación distinta, esta- 
bleciendo que pueden existir vanas asociaciones. 

Por otra parte, la proposición soslaya determi- 
nadas cuestiones que se deducen del fallo de la 
sentencia, en relación fundamentalmente con la 
disposición adicional tercera, en lo concerniente 
a una serie de artículos de la Ley. 

Si se acomete la tarea de intentar plasmar a ni- 
vel de ley las decisiones del Tribunal, lo que - 
vuelvo a insistir- no es preciso en el presente 
caso, debe hacerse de forma completa; de lo con- 
trario pudiera darse la impresión de que sólo se 
.aceptan parcialmente los pronunciamientos del 
Tribunal. No parece Gor ello oportuno cuando 
otras cuestiones importantes en materia educati- 
va, y esta tarde, aunque no era contenido directo 
del debate, aunque no se conectaban directamen- 
te con la proposición de ley, hubo ocasión de es- 
cuchar intervenciones en relación a alguna de 
esas cuestiones importantes educativas que esta 
Cámara está pendiente de conocer y que sena de 
desear que en plazo próximo tuviésemos ocasión 
de entrar de verdad en ese debate como cuestión 
principal. 

Por todas estas razones, me parece que aceptar 
la proposición de ley socialista supone innecesa- 
riamente replantear un tema, replantear la forma 
de entender la libertad de enseñanza y el derecho 
a la educación de forma innecesaria, puesto que 

esta Cámara se ha pronunciado sobre él hace 
poco tiempo. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parla- 
mentario Centrista, para explicación de voto, tie- 
ne la palabra el señor Herrero Rodriguez de Mi- 
ñón. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MI- 
ÑON: Brevísimamente, señor Presidente. 

Hemos votado abstención, porque considera- 
mos que el trámite que abre esta proposición 
puede ser Útil y, sin embargo, estamos en desa- 
cuerdo profundo no sólo con las disposiciones de 
la proposición, que consideramos insuficiente y 
nos proponemos enmendar en el correspondiente 
trámite (ni que decir tiene que éste es un trámite 
de discusión de la proposición, no de las enmien- 
das, y por lo tanto no es el momento procedente 
para formularlas una por una), y, desde luego, 
porque nos encontramos en radical disconformi- 
dad sobre las intenciones que tan claramente ha 
expuesto aquí don Luis Gómez Llorente. Por eso 
nos hemos abstenido. 

Por supuesto, hemos también expuesto, con la 
honestidad que también nos corresponde, nues- 
tras opiniones sobre todos los puntos aquí debati- 
dos, y reclamamos para esta Cámara y para los 
diputados que la forman la libertad de poner opi- 
nar en ella, tanto sobre Gobiernos como sobre 
movimientos políticos extranjeros, y nos asombra 
que esta libertad pueda ponerse aquí en tela de 
juicio. Esto no está en tela de juicio en ningún 
Parlamento de los de Europa Occidental. 

Por último, es claro, señor Presidente, que co- 
nocemos la concepción de la escuela pública en 
el sentido que el señor Gómez Llorente da al 
tema, y como estamos en disconformidad con 
esta concepción es por lo que, en su momento, 
votamos el Estatuto de Centros, por lo que nos 
hemos abstenido, y pretendemos hacer una Ley 
de Financiación que sirva a la concepción occi- 
dental de la libertad. Muchas gracias. 

- SOBRE REGULACION Y FIJACION DE 
LAS ATRIBUCIONES PROFESIONALES 
DE LOS TECNICOS ESPECIALISTAS 
PROTESICOS DENTALES Y CREACION 
DE SU COLEGIO OFICIAL 

(DEL GRUPO PARLAMENTARIO CENTRIS- 
TA) 

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley del 
Grupo Parlamentario Centrista, sobre regulación 
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y fijación de las atribuciones profesionales de los 
técnicos especialistas protésicos dentales y crea- 
ción de su Colegio Oficial. Publicada la proposi- 
ción de ley en el «Boletín Oficial de las Cortes 
Generales» del día 7 de abril. 

¿Se da por leída? (Asentimiento.) Se da por leí- 
da. 

Por el Secretario de la Cámara se dará lectura 
al criterio expuesto por la Comisión competente. 

El señor SECRETARIO (Bono Martínez, don 
José): Con la venia, señor Presidente. 

«Excelentísimo señor Presidente del Congreso 
de los Diputados: La Comisión de Sanidad y Se- 
guridad Social - e n  su reunión del día 30 de junio 
de 198 1- ha examinado la proposición de ley so- 
bre regulación y fijación de las atribuciones pro- 
fesionales de los técnicos especialistas protésicos 
dentales y de creación de su Colegio Oficial, pre- 
sentada por el Grupo Parlamentario Centrista, 
adoptando, por unanimidad, el acuerdo de mani- 
festar su criterio favorable a la toma en considera- 
ción de esta proposición. Lo que tengo el honor 
de poner en conocimiento de Vuestra Excelencia, 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 
92.4 del vigente Reglamento de la Cámara. Pala- 
cio del Congreso de los Diputados, 2 de julio de 
198 1. El Presidente de la Comisión de Sanidad y 
Seguridad Social.» 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parla- 
mentario proponente y para exponer los funda- 
mentos de su iniciativa, tiene la palabra el señor 
Sanjuán Borda. 

El señor SANJUAN BORDA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores diputados, brevemente, para 
exponer los motivos que han llevado al Grupo 
Parlamentario Centrista a presentar esta proposi- 
ción de ley sobre regulación y fijación de las atri- 
buciones profesionales de los técnicos especialis- 
tas protésicos dentales, y a la creación de su Cole- 
gio Oficial, así como el contenido y objetivos de 
nuestra proposición. 

Esta iniciativa trata de solventar el vacío legal 
en que se encuentra la profesión de protésico 
dental, delimitando sus competencias profesiona- 
les y creando la normativa que les permita reali- 
zar su trabajo en condiciones razonables. Es una 
profesión reducida durante años a la cuasi clan- 
destinidad, que obtuvo un reconocimiento ofi- 
cial, al menos educativo, al crearse por Orden de 

1 de septiembre de 1978, dentro de la Formación 
Profesional de segundo grado, el título de técnico 
especialista protésico dental. 

Sin embargo, aun reconocidos expresamente 
los efectos académicos de este título, estos profe- 
sionales carecen legalmente de atribuciones espe- 
cíficas y han encontrado notables dificúltades al 
intentar definirlas o agruparse para su defensa co- 
legial, dificultades que, sin duda, redundan nega- 
tivamente en la salud dental de los españoles. 

En la actualidad es una profesión de notable 
importancia. Su competencia y preparación ha 
evolucionado, acomodándose a las progresivas 
exigencias de unas técnicas cada vez más comple- 
jas y cualificadas y a las propias de una sociedad 
acuciada por el reto de la salud. Se han desarro- 
llado así gran cantidad de laboratorios con ade- 
cuación a la tecnología imperante y con una sóli- 
da formación protésico-dental. 

En España son cerca de 9.000 los profesionales 
que integran este conjunto humano, bien como 
empresarios, bien como trabajadores en esas em- 
presas o como trabajadores autónomos legaliza- 
dos. Son ellos quienes bajo la dirección de esto- 
matólogos y odontólogos diseñan y confeccionan 
las especialidades de prótesis dental, asumiendo, 
en consecuencia, la responsabilidad de la calidad 
de fabricación y del control de los materiales uti- 
lizados. 

Es la suya una profesión parasanitaria comple- 
mentaria o derivada de la estomatología, pero 
que posee indudablemente una personalidad pro- 
pia dentro del conjunto de la asistencia dental. 

Esta profesión es una realidad social incuestio- 
nable distinta a la estomatología con un trayecto 
específico a todos íos niveles, científico, laboral, 
profesional, etcétera. Sin embargo, esta realidad 
de hecho no ha tenido hasta el momento el reflejo 
adecuado en la normativa legal y hoy casi el 99 
por ciento de los protésicos dentales, no titulados, 
con años de ejercicio profesional carecen de la 
posibilidad de homologar su capacitación empí- 
rica con la titulación académica correspondiente 
accediendo a las pruebas oportunas. 

Respondiendo a esta necesidad, la proposición 
de ley persigue en su articulado tres objetivos. Fi- 
jar las atribuciones profesionales de los protésicos 
exigiendo la titulación adecuada para el ejercicio 
de esta actividad y regulando el acceso a la mis- 
ma. Crear el Colegio Oficial que acoja a estos ti- 
tulados. Hoy en día existe una Federación Nacio- 
nal, que carece, lógicamente, de la representación 
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exclusiva y de la potestad reglamentada, y ejerci- 
tar por parte de la Administración un control so- 
bre estas actividades profesionales. 

Son objetivos que, en definitiva, al beneficiar a 
un sector afecto a la Sanidad tratan de conseguir 
una mejora en la salud dental de nuestro país. 
La proposición de ley, por otra parte, evita ex- 

tremadamente invadir competencias propias de 
íos especialistas odonto-estomatólogos, cosa, por 
otra parte, lógica. El articulado de esta proposi- 
ción determina claramente que los protésicos no 
pueden realizar actividades de ámbito reservado 
a los especialistas médicos. 

Es elemental advertir que los técnicos especia- 
listas profesicos dentales no pretenden equiparar- 
se con los titulados de una especialidad médica, 
como es la estomatología, de alto nivel académi- 
co. Nada hay en esta proposición de ley que signi- 
fique intrusismo profesional ni una ampliación 
solapada y abusiva de atribuciones profesionales; 
muy al contrario, respeta las competencias direc- 
tivas de los estomatólogos y concreta la imposibi- 
lidad para los protésicos de realizar actividades 
de ámbito médico. 

Conviene insistir en este aspecto, pues es noto- 
rio que esta proposición de ley ha suscitado, a la 
vez que una gran esperanza entre los profesiona- 
les afectados, recelos y suspicacias en otros secto- 
res, recelos que juzgamos injustificados, sobre 
todo, cuando en el trámite posterior de enmien- 
das se pueden precisar más - s i  cabe- las com- 
petencias de los protésicos, de manera que sea 
manifiesto que éstas no afectan a las actividades 
exclusivamente estomatológicas, como pueden 
ser intervenciones médicas en boca o cualquier 
diseño autónomo de prótesis que pudiera supo- 
ner una exclusión o suplantación de competen- 
cias directivas de estomatólogos. 

Pero con la misma firmeza que se excluyen en 
esta proposición actividades impropias, es preci- 
so reconocer que no hay intrusismo profesional 
ninguno en la aspiración de ver claramente reco- 
nocidas las propias funciones profesionales; fun- 
ciones que se han desarrollado con el tiempo a 
partir de la misma relación de dependencia res- 
pecto de los médicos odontólogos y, por qué no 
decirlo, a partir de una mayor complejidad técni- 
ca exigida por esas mismas atribuciones que han 
acabado por configurar con rasgos bien definidos 
una profesión peculiar que hoy tratamos de tipifi- 
car justamente poniéndola al nivel que la corres- 
ponde. 

Si SS. SS. han estudiado el articulado de esta 
proposición de ley habrán podido advertir que es 
unaley clara, con pretensiones concretas y de ab- 
soluta justicia. Pensamos también que mejora en 
algunos aspectos la proposición presentada el año 
pasado por el Partido Socialista sobre este mismo 
tema, aunque preciso es cewnOcer su iniciativa 
sobre este punto. Es también una ley progresista 
que puede, con todo derecho, encuadrarse en el 
esfuerzo simultáneo de otros países, especialmen- 
te los países miembros del Mercado Común, por 
resolver dignamente las justas aspiraciones de 
este colectivo. Es una ley necesaria que promue- 
ve, desde una parcela muy concreta, la transfor- 
mación moderna que todavía hoy necesita, en 
muchos aspectos, la salud de nuestro país y es, en 
definitiva, como toda buena ley, una ley sucepti- 
ble de mejora en el trámite posterior. 

Confiado en la posibilidad de elaborar con el 
concurso de todos los grupos parlamentarios una 
ley Útil, pido hoy, en nombre de mi grupo, el voto 
afirmativo para esta proposición de ley. 

El señor PRESIDENTE El Gobierno ha con- 
cedido su representación, para este debate, al 
diputado señor Herrero, que tiene la palabra. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MI- 
RON: Desistimos del turno por estar de acuerdo 
con la proposición. 

El señor PRESIDENTE: Habiendo renunciado 
el Gobierno a la utilización del su turno, por estar 
de acuerdo, vamos a proceder a su votación. 

Se somete a decisión de la Cámara si se toma o 
no en consideración la proposición del Grupo 
Parlamentario Centrista sobre regulación y fija- 
ción de las atribuciones profesionales de los téc- 
nicos especialistas protésicos dentales y creación 
de su Colegio Oficial. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 264 votos emftidos; 253favorables; 11 absten- 
ciones. 

El señor PRESIDENTE Queda acordada la 
toma en consideración de la proposición de ley 
del Grupo Parlamentario Centrista sobre regula- 
ción y fijación de las atribuciones profesionales 
de los técnicos especialistas potésicos dentales y 
de creación de su Colegio Oficial. 

Para explicación de voto, por el Grupo Parla- 
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mentario Socialista del Congreso, tiene la palabra 
el señor Navarrete. 

El sefior NAVARRETE MERINO: Sefior PR- 
sidente, señoras y señores diputados, subo a esta 
tribuna para explicar el voto de mi grupo parla- 
mentario, que ha sido favorable a la toma en con- 
sideración de esta proposición de ley. 

Tenemos que decir que los fundamentos por 
los que hemos decidido votar favorablemente esta 
toma en consideración, son los que ya expusimos. 
Lo que no nos resulta comprensible es que, en 
virtud de estos mismos fundamentos que tuvimos 
la ocasión de exponer con bastante anterioridad, 
hoy se haya votado, entre otros, por el Grupo 
Centrista la toma en consideración de una propo- 
sición de ley sobre la cual pienso que son deudo- 
res en el pago de los derechos de autor, y sobre la 
cual lo que se puede decir es que, en lo que coin- 
cide con la nuestra, es una ley aceptable y que en 
lo que no coincide, la mejoraremos porque tiene 
algunos defectos. 

Fundamentalmente, lo que hace esta ley es de- 
sarrollar en un articulado más extenso las líneas 
directrices de la ley que nosotros presentamos; 
pero sena injusto hacer una critica desconocien- 
do el papel desempeñado por algunos diputados 
del Grupo Centrista entre grandes dificultades, 
que han hecho posible, precisamente, que el Gru- 
po Centrista presente esta proposición de ley. Y 
decimos que nos parece incoherente la actitud del 
grupo, no de estos diputados que no han cambia- 
do su actitud, por cuanto que los fundamentos 
que se dieron para no tomar en consideración 
nuestra proposición de ley eran la ilegalidad de la 
constitución de un Colegio profesional -lo que 
tuvimos ocasión de refutar en nuestra pasada in- 
tervención-, Colegio profesional que hoy viene 
regulado en la ley que se ha presentado para to- 
marla en consideración y el que no estaban defi- 
nidas las atribuciones profesionales en una ley es- 
pecial, que perseguía simultáneamente la finali- 
dad de crear un Colegio y definir unas atribucio- 
nes profesionales, que es otro de los cometidos 
que se lleva a cabo con esta ley. 

Quisiéramos decir que nos satisface mucho te- 
ner la oportunidad de subir a esta tribuna porque 
en los entresijos de la elaboración de nuestra pro- 
posición de ley y de la que ahora se acaba de to- 
mar en consideración, se han vertido muchos n ~ -  
mores, se han desarrollado muchas murmuracio- 
nes, se han hecho muchos comentarios que han 

estado carentes de publicidad, y las Cortes, con su 
luz y con sus taquígrafos, nos brindan la oportu- 
nidad de dar publicidad a algunos de estos co- 
mentarios. 

Por ejemplo, en un órgano periodístico del 
Consejo General del Colegio de Odontólogos y 
Estomatólogos, refiriéndose a que no se tomara 
en consideración nuestra proposición de ley, se 
hace un comentario editorial bajo el título de 
«Pasó la tormenta». Posteriormente y en acuerdo 
del pleno del Consejo que acabo de aludir, se to- 
man como decisiones de este órgano corporativo 
testimoniar al presidente de dicho Consejo Gene- 
ral la felicitación, el agradecimiento y la adhesión 
de todos por la forma en que ha sido llevado y re- 
suelto favorablemente el tema de la proposición 
de ley a las Cortes; agradecer corporativamente 
las ayudas recibidas en el tema de la proposición 
de ley, que crean oportuna el comité ejecutivo o 
el presidente; liquidación de los gastos originados 
por algunas de las gestiones realizadas en medios 
profesionales de diversa índole; mantener, en re- 
lación con los protésicos, una línea de compren- 
sión, etcétera. Incluso se tomaba el acuerdo tam- 
bién - q u e  se pretendía garantizar con una cierta 
discreción- de elevar una consulta al presidente 
del Consejo de la Abogacía, porque fue el senador 
que logró en los debates previos a la aprobación 
de la Constitución el que los Colegios profesiona- 
les quedasen reconocidos en ella. El resultado de 
este contacto tendrá carácter reservado. Uno se 
pregunta cuál es el motivo de tanta reserva, cuál 
es el motivo de esta actuación corporativa, aun- 
que habrá de precisar que, al menos en nuestro 
entendimiento, no es la actitud generalizada de 
todos los individuos que constituyen esta profe- 
sión, sino que es la de sus órganos corporativos. Y 
creemos que la actitud gremial de defensa a ul- 
tranza de los privilegios se compadece mal con 
unos principios de libertad que ustedes manifies- 
tan verbalmente que defienden de continuo. Jus- 
tamente con estos principios de libertad no está el 
mandato otorgado por este Consejo General para 
una Comisión que tenía que negociar cuestiones 
sanitarias con el Mercado Común de que sola- 
mente se ofreciera como elemento para establecer 
una equivalencia profesional el título de estoma- 
tólogo y no el título de odontólogo. 

Por todo esto, con la ley que acabamos de to- 
mar en consideración, el tema de la sanidad bucal 
en España no ha hecho más que empezar. El 
Grupo Socialista va a continuar una batalla que 
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tiene como último objetivo la plena libertad en 
materia de sanidad bucal, porque nos parece que 
hay muchos privilegios, que hay unas tarifas muy 
elevadas, que hay muchas personas que, como 
consecuencia de esta situación de privilegios y de 
estas tarifas elevadas, no pueden remediar los de- 
fectos o las enfermedades que tengan en su boca, 
y, por tanto, decimos que por nuestra parte, que 
sin perjuicio de presentar las oportunas enmien- 
das en la Comisión que deba tratar de la elabora- 
ción de la ley, continuaremos esta batalla para 
acabar con los privilegios existentes en esta mate- 
ria. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parla- 
mentario Comunista, para explicación de voto, 
tiene la palabra el señor Fernández Inguanzo. 

El señor FERNANDEZ INGUANZO: Muchas 
gracias señor Presidente, muy brevemente. 

Nosotros hemos votado también favorable- 
mente, en primer lugar, porque siempre, en gene- 
ral, lo hacemos en todas estas cuestiones; ahora 
bien, consideramos que este es un problema muy 
complicado que enfrenta a vanos grupos dentro 
del mismo sector y una de las'razones precisa- 
mente de que haya sido en otra ocasión rechazada 
una proposición parecida ha sido este choque de 
intereses. Nosotros gestionaremos las enmiendas 
que consideremos oportunas. 

Muchas gracias. 

- SOBRE MODIFICACION DEL ARTICU- 
LO 36 DEL CODIGO DE COMERCIO 
(DEL GRUPO PARLAMENTARIO MI- 
NORIA CATALANA) 

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley del 
Grupo Parlamentario Minoría Catalana sobre 
modificación del artículo 36 del Código de Co- 
mercio. El texto de la proposición apareció publi- 
cado en el «Boletín Oficial de las Cortes Genera- 
les» del día 28 de abril último. ¿Se da por leída la 
proposición? (Pausa.) Se da por leída. 

Por el grupo proponente, y para exponer los 
fundamentos y motivos de su iniciativa, tiene la 
palabra el señor Roca. 

El señor ROCA JUNYENT: Señor Presidente, 
señoras y señores diputados, muy brevemente 
porque el tema que concierne a nuestra proposi- 

ción es un tema que se califica diríamos actual- 
mente, como tema puntual, pero que tiene, por el 
contrario y a su vez, una gran incidencia en todo 
el ámbito del mundo del comercio y hace referen- 
cia concretamente a la manera en que deben ser 
llevados y legalizados los libros de comercio. 

Concretamente, en este tema hasta el mes de 
julio del año 1973 se seguía en España el sistema 
de la previa legalización de los libros de contabi- 
lidad ante el Juzgado Municipal y posteriormente 
se transcnbían en estos libros las anotaciones 
contables pertinentes. Sin embargo, por una ley 
de 21 de julio de 1973, se modificaron diversos 
preceptos del Código de Comercio y, entre ellos, 
el artículo 36, en el que se estilblecía ya una pri- 
mera excepcionalidad, es decir, la introducción 
de la posibilidad de la postlegalización, es decir, 
existía la posibilidad de que los comerciantes 
anotasen o realizasen sus asientos o anotaciones 
por cualquier procedimiento idóneo sobre unas 
hojas que después eran encuadernadas y, poste- 
riormente, eran legalizadas ante el Juzgado Mu- 
nicipal en el plazo de los siguientes cuatro meses. 

Pero se establecía en este artículo 36, que sigue 
vigente hasta la fecha en el Código de Comercio, 
que respecto de los libros inventario-balance este 
plazo era el de un mes a partir de cada una de las 
anotaciones a que se hace referencia en el artículo 
siguiente, el artículo 37, del propio Código de 
Comercio. Esto, en la práctica ha venido a plan- 
tear problemas insalvables porque estas anotacio- 
nes que deben realizarse en los libros de inventa- 
no-balance o balances de comprobación en algu- 
nos casos. La postlegalización en e1 plazo de un 
mes es absolutamente insuficiente hasta el punto 
de que entonces, en la época en que nos encontra- 
mos, en que prácticamente los sistemas de orde- 
nadores vienen sustituyendo la práctica de la 
Contabilidad, muchos comercios, muchas em- 
presas, se ven obligados a llevar en forma manual 
estos libros de inventario-balance y estos balan- 
ces de comprobación, porque no existe posibili- 
dad de trasladar todos estos sistemas de computa- 
ción o de ordenación, como se les quiera llamar, a 
una legalización que se produzca en el plazo de 
un mes en el que se realiza este asunto. 
La proposición que proponemos es, por lo tan- 

to, sencilla. Se trata de generalizar el sistema ex- 
xpcional que se introdujo en 1973 respecto de 
las anotaciones en los libros de comercio también 
i los libros de inventario-balance, de tal manera 
que este plazo de postlegalizaciones se extienda a 
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los cuatro meses en un caso desde el cierre del 
ejercicio, y en otro caso desde que se haya practi- 
cado las inscripciones a que se refiere el subsi- 
guiente artículo 37. 

Este es el sentido de nuestra proposición muy 
puntual, insisto, pero que creemos que va a dar 
amplia satisfacción, de ser acepiada por SS. SS., a 
un sector importante de la vida española cual es 
el sector del comercio que en este momento pre- 
cisa necesariamente de modificaciones quid  mu- 
chos más amplias, pero que actualmente verían 
con satisfacción que se atendiera a unas reivindi- 
caciones que ya desde el año 1973 venían plan- 
teando. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE El Gobierno ha con- 
cedido su representación para este debate al dipu- 
tado Joaquín García-Romanillos Valverde. 

Tiene la palabra el señor García-Romanillos. 

El señor GARCIA-ROMANILLOS VAL- 
VERDE: Señor Presidente, señoras y señores 
diputados, el Gobierno, que en este momento me 
honro en representar, no tiene adoptada «a prio- 
ri» ninguna posición global en relación con las 
proposiciones de ley que presentan en la Cámara 
los distintos grupos parlamentarios, sino que, en 
atención a su oportunidad, conveniencia y cohe- 
rencia con el partido que la apoya y su programa 
a desarrollar, las toma o no en consideración. 

En este supuesto podríamos calificar de opor- 
tuna esta proposición de ley, aun cuando esté in- 
correctamente desarrollada en cuanto a la solu- 
ción de los problemas que plantea; un plantea- 
miento correcto, una resolución no del todo co- 
rrecta. 

Por ello, en cuanto que el planteamiento es co- 
rrecto, se acepta la toma en consideración de esta 
proposición de ley, reservándose la oportunidad, 
a través del trámite de enmienda, de hacer correc- 
ta la resolución del problema que plantea. Ello es 
así por dos motivos fundamentales: en primer lu- 
gar, porque la proposición de ley generaliza el 
problema de todo balance y de todo inventario, 
tanto se trate de una empresa individual como de 
una empresa social; en segundo lugar, porque no 
se distingue entre inventaria y balances, que son 
libros distintos, notas distintas, cuentas distintas 
que podrían tener un tratamiento distinto. 

En relación con el empresario individual hay 
que tener en cuenta que sí le vendría bien la idea 

que sugiere en su proposición de ley la Minoría 
Catalana en cuanto que puede que sea suficiente 
un mes para preparar sus libros de inventario y 
balance. Pero no podemos decir lo mismo del 
empresario social, por cuanto que éste, según es- 
tablece el artículo 102 de la Ley de Sociedades 
Anóminas, tiene todo el primer semestre del año 
-hasta el mes de juni-, que normalmente se 
agota, durante el cual podría ir haciendo esas 
operaciones para las que la Minoría Catalana le 
quiere dar cuatro meses. Si aparte de esos seis me- 
ses, que normalmente agotan las sociedades anó- 
nimas, se le dieran otros cuatro, nos encontraría- 
mos con que durante los diez primeros meses del 
año no habría todavía un inventario o un balance 
definitivo, lo cual se traduciría en una cierta inse- 
guridad jurídica que es lo que precisamente se 
pretende evitar mediante estos libros de comer- 
cio. Por eso decimos que si bien puede ser com- 
prensible el espíritu que anima a aceptar la pro- 
posición de ley en relación con el empresario in- 
dividual, no lo es tanto en relación con el empre- 
sario social. 

En segundo lugar, por lo que se refiere a los in- 
veniarios y balances, también diríamos que no es 
lo mismo el inventario que el balance, y que si 
bien es cierto que pudiera tener razón la proposi- 
ción de la Minoría Catalana en relación con el 
balance, no lo es tanto con el inventario y no se- 
na quizá imprescindible la existencia de estos 
cuatro meses, habida cuenta de las innumerables 
técnicas modernas existentes en la actualidad 
para el inventario, cuales son muestreos, repro- 
ducción inalterada de las partidas del balance an- 
terior, etcitera, que alivian considerablemente la 
labor del inventario; inventario que también es 
importante que se tenga a la mayor brevedad po- 
sible, precisamente en beneficio de esa seguridad 
de terceros. 

Es por esto, señor Presidente, señorías, por lo 
que el criterio del Gobierno es favorable a la 
toma en consideración de esta proposición de ley, 
si bien deja planteadas estas cuestiones en el sen- 
tido de que, mediante las oportunas enmiendas, 
será resuelto correctamente, a su criterio, el pro- 
blema planteado oportunamente por la Minoría 
Catalana. 

El señor PRESIDENTE: Se somete a votación 
la toma en consideración de la proposición de ley 
del Grupo Parlamentario Minoría Catalana, so- 
bre modificación del artículo 36 del Código de 
Comercio. 
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Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 268 votos emitidos: 261 favorables; siete abs- 
tenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda acordada la 
toma en consideración de la proposición de ley 
del Grupo Parlamentario Minoría Catalana, so- 

bre modificación del artículo 36 del Código de 
Comercio. 

Retirada la siguiente proposición de ley que fi- 
gura en el orden del día por el grupo proponente, 
ha quedado concluido el orden del día. 

El Pleno se reunirá el próximo martes, día 29, a 
las cuatro y media de la tarde. 

Se levanta la sesión. 
Eran las siete y diez minutos de la tarde. 
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